
 

 



 

PRIMERO 

 

 

La tributación de los RAE en IRPF en estimación directa y en estimación 
objetiva por las dos actividades que desarrolla es incompatible (salvo 
que sea el primer año de ejercicio de actividad de la actividad 
profesional, cosa que no se deduce del supuesto) 

 

No podemos saber si tributa por ambas actividades en estimación 
directa normal o simplificada pues desconocemos si su cifra de 
negocios del año anterior superó o no los 600.000 euros o, en caso de 
no haberlo superado, renunció a la aplicación de la estimación directa 
simplificada, tributando sus actividades en estimación directa normal. 
El único dato de cifra de negocios que nos dan es el del año 2020, y lo 
que nos interesa es saber la cifra del año anterior, 2019. 

 

Si fuera 2020 el primer año de actividad por la actividad profesional, y 
suponiendo que no esté excluido ni haya renunciado al módulo agrícola 
en años anteriores, ese año 2020 puede tributar en estimación objetiva 
por su actividad agrícola y en directa simplificada por la nueva actividad 
profesional (salvo que renuncie a la directa simplificada para aplicar la 
directa normal) Al año siguiente, 2021, todas sus actividades deben 
tributar en estimación directa. 

 

Si, en otra hipótesis, estuviera ejerciendo como profesional en 
estimación directa desde años anteriores e inicia su actividad agrícola 
este año 2020, en ese caso no podría simultanear la objetiva y la 
directa, y su actividad agrícola debe tributar desde el principio en 
directa. 

 

Finalmente si, como parece ser el caso (aunque no está claro), no es 
el primer año de actividad de su actividad profesional, en 2020 sus dos 
actividades tributan en estimación directa (que sea normal o 



simplificada, como ya se ha dicho, a la vista de los datos que da el 
supuesto, no puede saberse) 

 

 

 

 

RTO IRPF 

 

Artículo 27. Métodos de determinación de los rendimientos de 
actividades económicas. 

1. De acuerdo con lo previsto en el artículo 16.2 de la Ley del 
Impuesto, existirán los siguientes métodos de determinación de los 
rendimientos de actividades económicas: 

1.º Estimación directa, que tendrá dos modalidades, normal y 
simplificada. 

2.º Estimación objetiva. 

2. Los contribuyentes aplicarán alguno de los métodos anteriores 
teniendo en cuenta los límites de aplicación y las reglas de 
incompatibilidad, renuncia y exclusión contenidas en los artículos 
siguientes. 

Artículo 28. Ámbito de aplicación del método de estimación 
directa simplificada. 

1. Los contribuyentes que ejerzan actividades económicas 
determinarán el rendimiento neto de todas sus actividades por la 
modalidad simplificada del método de estimación directa, siempre que: 

a) No determinen el rendimiento neto de estas actividades por el 
método de estimación objetiva. 

b) El importe neto de la cifra de negocios del conjunto de estas 
actividades, definido de acuerdo al artículo 191 del texto refundido de 
la Ley de Sociedades Anónimas, aprobado por el Real Decreto 
Legislativo 1564/1989, de 22 de diciembre, no supere los 600.000 
euros anuales en el año inmediato anterior. 

c) No renuncien a esta modalidad. 

 



… 

 

3. Los contribuyentes que determinen el rendimiento neto de alguna 
de sus actividades económicas por la modalidad normal del método de 
estimación directa, determinarán el rendimiento neto de todas sus 
actividades por la modalidad normal. 

No obstante, cuando se inicie durante el año alguna actividad 
económica por la que se renuncie a esta modalidad, la incompatibilidad 
a que se refiere el párrafo anterior no surtirá efectos para ese año 
respecto a las actividades que se venían realizando con anterioridad. 

Artículo 29. Renuncia y exclusión al método de estimación 
directa simplificada. 

1. La renuncia a la modalidad simplificada del método de estimación 
directa deberá efectuarse durante el mes de diciembre anterior al inicio 
del año natural en que deba surtir efecto. 

La renuncia tendrá efectos para un período mínimo de tres años. 
Transcurrido este plazo, se entenderá prorrogada tácitamente para 
cada uno de los años siguientes en que pudiera resultar aplicable la 
modalidad, salvo que en el plazo previsto en el párrafo anterior se 
revoque aquélla. 

La renuncia así como su revocación se efectuarán de conformidad 
con lo previsto en el Real Decreto 1041/2003, de 1 de agosto, por el 
que se aprueba el Reglamento por el que se regulan determinados 
censos tributarios y se modifican otras normas relacionadas con la 
gestión del Impuesto sobre Actividades Económicas. 

En caso de inicio de actividad, la renuncia se efectuará según lo 
previsto en el párrafo anterior. 

2. Será causa determinante de la exclusión de la modalidad 
simplificada del método de estimación directa haber rebasado el límite 
establecido en el artículo anterior. 

La exclusión producirá efectos desde el inicio del año inmediato 
posterior a aquel en que se produzca dicha circunstancia. 

3. La renuncia o la exclusión de la modalidad simplificada del 
método de estimación directa supondrá que el contribuyente 
determinará durante los tres años siguientes el rendimiento neto de 
todas sus actividades económicas por la modalidad normal de este 
método. 

 

 



 

 

SEGUNDO 

 

 

A la vista del apartado anterior, hay varias alternativas: 

 

ALTERNATIVA A: Ambas actividades tributan en estimación directa 
simplificada pues suponemos que no es el primer año de inicio en 
ninguna, y que no ha renunciado a la directa simplificada ni ha quedado 
excluido en los tres últimos años: 

 
 

 

Rendimientos actividad agrícola: 

 

- 81.000 cooperativa 
- Subvención: depende de si es una subvención de capital, o 

corriente, aplicar nuestro esquema de nuestro temario del tema 
22 cuaderno número 3. 

 

 

- Subvención de la PAC, Ojo Disposición adicional 5ª ley IRPF (si 
no encaja en esa DA 5ª, pues no queda claro del supuesto el 
motivo de la subvención, aplicamos regla anterior vista para la 
otra subvención) 



Gastos no parece haber según el supuesto (no hay datos siquiera para 
saber si hay bienes amortizables) 

Rendimientos actividad Profesional: 50.000-20.000= 30.000  

 

Aplicar 5% por estar en estimación directa simplificada (supera los 
2000 euros, opera el límite de los 2000) Se tiene en cuenta para 
todas sus actividades. 

ALTERNATIVA B: Ambas actividades tributan en estimación directa 
normal pues suponemos que no es el primer año de inicio en ninguna, 
y que ha renunciado a la directa simplificada o ha quedado excluido en 
los tres últimos años: mismos cálculos del apartado anterior, sin 
reducción del 5% por gastos de difícil justificación, que solo se aplica 
en directa simplificada. 

 

ALTERNATIVA C: Ya tributaba en EO agrícola y comienza la profesional 
en EDS. 

La profesional en EDS no cambia, aplicamos reducción 5% tope 
máximo 2.000 euros. 

La EO  agrícola: no sabemos el ÍNDICE de rendimiento neto para aplicar 
nuestro esquema del temario tema 22, cuaderno 3. 

 



 

 

LEY IRPF 

Disposición adicional quinta. Subvenciones de la política 
agraria comunitaria y ayudas públicas. 

1. No se integrarán en la base imponible del Impuesto sobre la 
Renta de las Personas Físicas las rentas positivas que se pongan de 
manifiesto como consecuencia de: 

a) La percepción de las siguientes ayudas de la política agraria 
comunitaria: 

1.ª Abandono definitivo del cultivo del viñedo. 

2.ª Prima al arranque de plantaciones de manzanos. 

3.ª Prima al arranque de plataneras. 

4.ª Abandono definitivo de la producción lechera. 

5.ª Abandono definitivo del cultivo de peras, melocotones y 
nectarinas. 

6.ª Arranque de plantaciones de peras, melocotones y nectarinas. 



7.ª Abandono definitivo del cultivo de la remolacha azucarera y de 
la caña de azúcar. 

b) La percepción de las siguientes ayudas de la política pesquera 
comunitaria: paralización definitiva de la actividad pesquera de un 
buque y por su transmisión para la constitución de sociedades mixtas 
en terceros países, así como por el abandono definitivo de la actividad 
pesquera. 

c) La percepción de ayudas públicas que tengan por objeto reparar 
la destrucción, por incendio, inundación, hundimiento, erupción 
volcánica u otras causas naturales, de elementos patrimoniales. 

d) La percepción de las ayudas al abandono de la actividad de 
transporte por carretera satisfechas por el Ministerio de Fomento a 
transportistas que cumplan los requisitos establecidos en la normativa 
reguladora de la concesión de dichas ayudas. 

e) La percepción de indemnizaciones públicas, a causa del sacrificio 
obligatorio de la cabaña ganadera, en el marco de actuaciones 
destinadas a la erradicación de epidemias o enfermedades. Esta 
disposición sólo afectará a los animales destinados a la reproducción. 

 

RTO IRPF 

 

Artículo 30. Determinación del rendimiento neto en el método 
de estimación directa simplificada. 

El rendimiento neto de las actividades económicas, a las que sea de 
aplicación la modalidad simplificada del método de estimación directa, 
se determinará según las normas contenidas en los artículos 28 y 30 
de la Ley del Impuesto, con las especialidades siguientes: 

1.ª Las amortizaciones del inmovilizado material se practicarán de 
forma lineal, en función de la tabla de amortizaciones simplificada que 
se apruebe por el Ministro de Hacienda y Administraciones Públicas. 
Sobre las cuantías de amortización que resulten de estas tablas serán 
de aplicación las normas del régimen especial de entidades de reducida 
dimensión previstas en la Ley del Impuesto sobre Sociedades que 
afecten a este concepto. 

2.ª El conjunto de las provisiones deducibles y los gastos de difícil 
justificación se cuantificará aplicando el porcentaje del 5 por ciento 
sobre el rendimiento neto, excluido este concepto, sin que la cuantía 
resultante pueda superar 2.000 euros anuales. No obstante, no 
resultará de aplicación dicho porcentaje de deducción cuando el 



contribuyente opte por la aplicación de la reducción prevista en el 
artículo 26.1 de este Reglamento. 

 

LEY IRPF 

 

Artículo 28. Reglas generales de cálculo del rendimiento neto. 

1. El rendimiento neto de las actividades económicas se determinará 
según las normas del Impuesto sobre Sociedades, sin perjuicio de las 
reglas especiales contenidas en este artículo, en el artículo 30 de esta 
Ley para la estimación directa, y en el artículo 31 de esta Ley para la 
estimación objetiva. 

A efectos de lo dispuesto en el artículo 108 del texto refundido de 
la Ley del Impuesto sobre Sociedades, para determinar el importe neto 
de la cifra de negocios se tendrá en cuenta el conjunto de actividades 
económicas ejercidas por el contribuyente. 

2. Para la determinación del rendimiento neto de las actividades 
económicas no se incluirán las ganancias o pérdidas patrimoniales 
derivadas de los elementos patrimoniales afectos a las mismas, que se 
cuantificarán conforme a lo previsto en la sección 4.ª de este capítulo. 

3. La afectación de elementos patrimoniales o la desafectación de 
activos fijos por el contribuyente no constituirá alteración patrimonial, 
siempre que los bienes o derechos continúen formando parte de su 
patrimonio. 

Se entenderá que no ha existido afectación si se llevase a cabo la 
enajenación de los bienes o derechos antes de transcurridos tres años 
desde ésta. 

4. Se atenderá al valor normal en el mercado de los bienes o 
servicios objeto de la actividad, que el contribuyente ceda o preste a 
terceros de forma gratuita o destine al uso o consumo propio. 

Asimismo, cuando medie contraprestación y ésta sea notoriamente 
inferior al valor normal en el mercado de los bienes y servicios, se 
atenderá a este último. 

Artículo 30. Normas para la determinación del rendimiento neto 
en estimación directa. 

1. La determinación de los rendimientos de actividades económicas 
se efectuará, con carácter general, por el método de estimación 
directa, admitiendo dos modalidades, la normal y la simplificada. 



La modalidad simplificada se aplicará para determinadas actividades 
económicas cuyo importe neto de cifra de negocios, para el conjunto 
de actividades desarrolladas por el contribuyente, no supere los 
600.000 euros en el año inmediato anterior, salvo que renuncie a su 
aplicación, en los términos que reglamentariamente se establezcan. 

En los supuestos de renuncia o exclusión de la modalidad 
simplificada del método de estimación directa, el contribuyente 
determinará el rendimiento neto de todas sus actividades económicas 
por la modalidad normal de este método durante los tres años 
siguientes, en las condiciones que reglamentariamente se establezcan. 

2. Junto a las reglas generales del artículo 28 de esta Ley se tendrán 
en cuenta las siguientes especiales: 

1.ª No tendrán la consideración de gasto deducible las aportaciones 
a mutualidades de previsión social del propio empresario o profesional, 
sin perjuicio de lo previsto en el artículo 51 de esta Ley. 

No obstante, tendrán la consideración de gasto deducible las 
cantidades abonadas en virtud de contratos de seguro, concertados 
con mutualidades de previsión social por profesionales no integrados 
en el régimen especial de la Seguridad Social de los trabajadores por 
cuenta propia o autónomos, cuando, a efectos de dar cumplimiento a 
la obligación prevista en la disposición adicional decimoquinta de la Ley 
30/1995, de 8 de noviembre, de ordenación y supervisión de los 
seguros privados, actúen como alternativas al régimen especial de la 
Seguridad Social mencionado, en la parte que tenga por objeto la 
cobertura de contingencias atendidas por dicho régimen especial, con 
el límite de la cuota máxima por contingencias comunes que esté 
establecida, en cada ejercicio económico, en el citado régimen especial. 

2.ª Cuando resulte debidamente acreditado, con el oportuno 
contrato laboral y la afiliación al régimen correspondiente de la 
Seguridad Social, que el cónyuge o los hijos menores del contribuyente 
que convivan con él, trabajan habitualmente y con continuidad en las 
actividades económicas desarrolladas por el mismo, se deducirán, para 
la determinación de los rendimientos, las retribuciones estipuladas con 
cada uno de ellos, siempre que no sean superiores a las de mercado 
correspondientes a su cualificación profesional y trabajo desempeñado. 
Dichas cantidades se considerarán obtenidas por el cónyuge o los hijos 
menores en concepto de rendimientos de trabajo a todos los efectos 
tributarios. 

3.ª Cuando el cónyuge o los hijos menores del contribuyente que 
convivan con él realicen cesiones de bienes o derechos que sirvan al 
objeto de la actividad económica de que se trate, se deducirá, para la 
determinación de los rendimientos del titular de la actividad, la 
contraprestación estipulada, siempre que no exceda del valor de 



mercado y, a falta de aquella, podrá deducirse la correspondiente a 
este último. La contraprestación o el valor de mercado se considerarán 
rendimientos del capital del cónyuge o los hijos menores a todos los 
efectos tributarios. 

Lo dispuesto en esta regla no será de aplicación cuando se trate de 
bienes y derechos que sean comunes a ambos cónyuges. 

4.ª Reglamentariamente podrán establecerse reglas especiales para 
la cuantificación de determinados gastos deducibles en el caso de 
empresarios y profesionales en estimación directa simplificada, 
incluidos los de difícil justificación. La cuantía que con arreglo a dichas 
reglas especiales se determine para el conjunto de provisiones 
deducibles y gastos de difícil justificación no podrá ser superior a 2.000 
euros anuales. 

5.ª Tendrán la consideración de gasto deducible para la 
determinación del rendimiento neto en estimación directa: 

a) Las primas de seguro de enfermedad satisfechas por el 
contribuyente en la parte correspondiente a su propia cobertura y a la 
de su cónyuge e hijos menores de veinticinco años que convivan con 
él. El límite máximo de deducción será de 500 euros por cada una de 
las personas señaladas anteriormente o de 1.500 euros por cada una 
de ellas con discapacidad. 

b) En los casos en que el contribuyente afecte parcialmente su 
vivienda habitual al desarrollo de la actividad económica, los gastos de 
suministros de dicha vivienda, tales como agua, gas, electricidad, 
telefonía e Internet, en el porcentaje resultante de aplicar el 30 por 
ciento a la proporción existente entre los metros cuadrados de la 
vivienda destinados a la actividad respecto a su superficie total, salvo 
que se pruebe un porcentaje superior o inferior. 

c) Los gastos de manutención del propio contribuyente incurridos 
en el desarrollo de la actividad económica, siempre que se produzcan 
en establecimientos de restauración y hostelería y se abonen utilizando 
cualquier medio electrónico de pago, con los límites cuantitativos 
establecidos reglamentariamente para las dietas y asignaciones para 
gastos normales de manutención de los trabajadores. 

Artículo 31. Normas para la determinación del rendimiento neto 
en estimación objetiva. 

1. El método de estimación objetiva de rendimientos para 
determinadas actividades económicas se aplicará, en los términos que 
reglamentariamente se establezcan, con arreglo a las siguientes 
normas: 



1.ª Los contribuyentes que reúnan las circunstancias previstas en 
las normas reguladoras de este método determinarán sus rendimientos 
conforme al mismo, salvo que renuncien a su aplicación, en los 
términos que reglamentariamente se establezcan. 

2.ª El método de estimación objetiva se aplicará conjuntamente con 
los regímenes especiales establecidos en el Impuesto sobre el Valor 
Añadido o en el Impuesto General Indirecto Canario, cuando así se 
determine reglamentariamente. 

3.ª Este método no podrá aplicarse por los contribuyentes cuando 
concurra cualquiera de las siguientes circunstancias, en las condiciones 
que se establezcan reglamentariamente: 

a) Que determinen el rendimiento neto de alguna actividad 
económica por el método de estimación directa. 

b) Que el volumen de rendimientos íntegros en el año inmediato 
anterior supere cualquiera de los siguientes importes: 

a´) Para el conjunto de sus actividades económicas, excepto las 
agrícolas, ganaderas y forestales, 150.000 euros anuales. 

A estos efectos se computará la totalidad de las operaciones con 
independencia de que exista o no obligación de expedir factura de 
acuerdo con lo dispuesto en el Reglamento por el que se regulan las 
obligaciones de facturación, aprobado por el Real Decreto 1619/2012, 
de 30 de noviembre. 

Sin perjuicio del límite anterior, el método de estimación objetiva 
no podrá aplicarse cuando el volumen de los rendimientos íntegros del 
año inmediato anterior que corresponda a operaciones por las que 
estén obligados a expedir factura cuando el destinatario sea un 
empresario o profesional que actúe como tal, de acuerdo con lo 
dispuesto en el artículo 2.2.a) del Reglamento por el que se regulan 
las obligaciones de facturación, supere 75.000 euros anuales. 

b´) Para el conjunto de sus actividades agrícolas, ganaderas y 
forestales, 250.000 euros anuales. 

A estos efectos, sólo se computarán las operaciones que deban 
anotarse en el Libro registro de ventas o ingresos previsto en el artículo 
68.7 del Reglamento de este Impuesto. 

No obstante, a efectos de lo previsto en esta letra b), deberán 
computarse no solo las operaciones correspondientes a las actividades 
económicas desarrolladas por el contribuyente, sino también las 
correspondientes a las desarrolladas por el cónyuge, descendientes y 
ascendientes, así como por entidades en régimen de atribución de 



rentas en las que participen cualquiera de los anteriores, en las que 
concurran las siguientes circunstancias: 

– Que las actividades económicas desarrolladas sean idénticas o 
similares. A estos efectos, se entenderán que son idénticas o similares 
las actividades económicas clasificadas en el mismo grupo en el 
Impuesto sobre Actividades Económicas. 

– Que exista una dirección común de tales actividades, 
compartiéndose medios personales o materiales. 

Cuando en el año inmediato anterior se hubiese iniciado una 
actividad, el volumen de ingresos se elevará al año. 

c) Que el volumen de las compras en bienes y servicios, excluidas 
las adquisiciones de inmovilizado, en el ejercicio anterior supere la 
cantidad de 150.000 euros anuales. En el supuesto de obras o servicios 
subcontratados, el importe de los mismos se tendrá en cuenta para el 
cálculo de este límite. 

A estos efectos, deberán computarse no solo el volumen de compras 
correspondientes a las actividades económicas desarrolladas por el 
contribuyente, sino también las correspondientes a las desarrolladas 
por el cónyuge, descendientes y ascendientes, así como por entidades 
en régimen de atribución de rentas en las que participen cualquiera de 
los anteriores, en las que concurran las circunstancias señaladas en la 
letra b) anterior. 

Cuando en el año inmediato anterior se hubiese iniciado una 
actividad, el volumen de compras se elevará al año. 

d) Que las actividades económicas sean desarrolladas, total o 
parcialmente, fuera del ámbito de aplicación del Impuesto al que se 
refiere el artículo 4 de esta Ley. 

4.ª El ámbito de aplicación del método de estimación objetiva se 
fijará, entre otros extremos, bien por la naturaleza de las actividades 
y cultivos, bien por módulos objetivos como el volumen de 
operaciones, el número de trabajadores, el importe de las compras, la 
superficie de las explotaciones o los activos fijos utilizados, con los 
límites que se determinen reglamentariamente para el conjunto de 
actividades desarrolladas por el contribuyente y, en su caso, por el 
cónyuge, descendientes y ascendientes, así como por entidades en 
régimen de atribución de rentas en las que participen cualquiera de los 
anteriores. 

5.ª En los supuestos de renuncia o exclusión de la estimación 
objetiva, el contribuyente determinará el rendimiento neto de todas 
sus actividades económicas por el método de estimación directa 



durante los tres años siguientes, en las condiciones que 
reglamentariamente se establezcan. 

2. El cálculo del rendimiento neto en la estimación objetiva se 
regulará por lo establecido en este artículo y las disposiciones que lo 
desarrollen. 

Las disposiciones reglamentarias se ajustarán a las siguientes 
reglas: 

1.ª En el cálculo del rendimiento neto de las actividades económicas 
en estimación objetiva, se utilizarán los signos, índices o módulos 
generales o referidos a determinados sectores de actividad que 
determine el Ministro de Economía y Hacienda, habida cuenta de las 
inversiones realizadas que sean necesarias para el desarrollo de la 
actividad. 

2.ª La aplicación del método de estimación objetiva nunca podrá dar 
lugar al gravamen de las ganancias patrimoniales que, en su caso, 
pudieran producirse por las diferencias entre los rendimientos reales 
de la actividad y los derivados de la correcta aplicación de estos 
métodos. 

 

 

TERCERO 

 

 

 

Valor de transmisión 160.000 euros menos comisión de 10.000 euros= 
150.000 euros. 

 

Como se ha adquirido la propiedad en dos momentos, hay que calcular 
de forma separada el valor de transmisión que corresponde a cada 
parte, lo haremos de forma proporcional al valor de adquisición: 

 

40.000*150.000/120.000=50.000 

 



80.000*150.000/120.000=100.000 

 

Por tanto: 100.000 valor de transmisión, menos 80.000 valor de 
adquisición, obtiene ganancia de patrimonio de 20.000 euros. 

 

Por otro lado 50.000 valor de transmisión, menos 40.000 valor de 
adquisición, obtiene ganancia de patrimonio de 10.000 euros. 

 

Total ganancia de patrimonio: 30.000 euros, a la base del ahorro del 
IRPF por derivar de una transmisión previa. 

 

(Valor de adquisición 40.000+80.000=120.000) 

 

NO APLICAMOS LOS COEFICIENTES DE ABATIMIENTO DE LA DT 9ª LEY 
IRPF, por haberse adquirido después de 31-12-1994. 

 

CONSULTA DGT 

La dirección General de Tributos señala que al existir dos fechas de 
adquisición y un único valor de transmisión, es necesario distinguir qué 
parte del valor de enajenación se corresponde con el valor de 
adquisición de cada una de las partes diferenciadas. 

La Ley del Impuesto no establece criterio alguno para hacer esta 
distribución. No obstante, la doctrina administrativa prevé la aplicación 
de un criterio que prorratee el valor de transmisión en función del 
porcentaje de dominio que representa cada parte adquirida en relación 
con el total.  

 

Resolución Vinculante de Dirección General de Tributos, V1250-08 de 16 de Junio 
de 2008 

 

Normativa 

Ley 35/2006, arts. 33, 34, 35 y 36, DT 9 



Cuestión 

Valores de transmisión y de adquisición, así como fecha de adquisición, 
de la parte del terreno adquirida por herencia de su padre. 

Descripción 

El 13 de mayo de 1990, fecha del fallecimiento de su padre, la 
consultante adquirió la nuda propiedad del 50 por 100 de un terreno, 
correspondiendo el usufructo a su madre. 

 
El 24 de abril de 2004, fecha del fallecimiento de su madre, consolidó 
el pleno dominio de ese 50 por 100 y adquirió el pleno dominio del 50 
por 100 restante. 

 
En el año 2007 ha procedido a su venta. 

Contestación 

La transmisión de un bien adquirido por herencia origina, en el 
heredero o legatario, la correspondiente ganancia o pérdida 
patrimonial, calculada conforme a las reglas de los artículos 34 y 
siguientes de la Ley 35/2006, de 28 de noviembre, del Impuesto sobre 
la Renta de las Personas Físicas y de modificación parcial de las leyes 
de los Impuestos sobre Sociedades, sobre la Renta de no Residentes y 
sobre el Patrimonio (BOE de 29 de noviembre). 
Respecto a la fecha de adquisición, será la de adquisición por herencia 
del bien, según las normas del Código Civil, produciéndose la misma 
con carácter derivativo, con la aceptación de la herencia, si bien los 
efectos subsiguientes se retrotraen al momento de la muerte del 
causante, de acuerdo con el artículo 989 del Código Civil. En definitiva, 
una vez aceptada la herencia, se entiende que la adquisición se produjo 
en el momento del fallecimiento del causante. 

 
En el caso consultado existen dos fechas de adquisición del terreno, la 
de los fallecimientos de cada uno de los causantes, entendiéndose que 
la adquisición del 50 por 100 inicial se refiere a la integridad del 
dominio, pues la extinción del usufructo por muerte del usufructuario 
no comporta una nueva adquisición por quien detenta la propiedad, 
sino que es el propio régimen legal de este derecho real de goce o 
disfrute el que establece que la muerte del usufructuario lo extingue 
(artículo 513.1º, Código Civil), recuperando el propietario las 
facultades de goce de las que se había visto privado en su constitución. 



 
El valor de adquisición de este 50 por 100 del terreno estará constituido 
por el valor que resulte de la aplicación de las normas del Impuesto 
sobre Sucesiones y Donaciones, más los gastos y tributos inherentes a 
la adquisición, excluidos los intereses, que hubieran sido satisfechos 
por la adquirente, entre los que se computarán los originados por la 
consolidación del dominio. Este valor de adquisición se actualizará 
mediante la aplicación de los coeficientes de actualización previstos en 
el artículo 60 de la Ley 42/2006, de 28 de diciembre, de Presupuestos 
Generales del estado para el año 2007 (BOE de 29 de diciembre), que 
se aplicarán sobre los distintos componentes del valor de adquisición 
atendiendo al año en que hubieran sido satisfechos (artículos 35 y 36 
de la Ley del Impuesto). 

 
El valor de transmisión será el importe real por el que la enajenación 
se hubiera efectuado, del que se deducirán los gastos y tributos 
inherentes a la transmisión que hubieran sido satisfechos por la 
transmitente. Por importe real del valor de enajenación se tomará el 
efectivamente satisfecho, siempre que no resulte inferior al valor de 
mercado, en cuyo caso prevalecerá éste. 

 
Al existir dos fechas de adquisición del terreno y un único valor de 
transmisión, es necesario distinguir qué parte del valor de enajenación 
se corresponde con el valor de adquisición de cada una de las partes 
diferenciadas del terreno. La Ley del Impuesto no establece criterio 
alguno para hacer esta distribución. No obstante, la doctrina 
administrativa prevé la aplicación de un criterio que prorratee el valor 
de transmisión en función del porcentaje de dominio que representa 
cada parte adquirida en relación con el total de la finca. Dado que se 
han efectuado dos adquisiciones distintas, de un 50 por 100 cada una, 
el valor de transmisión de la parte del terreno adquirida en el año 1990 
será el 50 por 100 del mismo. 

 
Por último, la disposición transitoria novena de la Ley del Impuesto 
establece un régimen transitorio para las ganancias patrimoniales 
derivadas de la transmisión de elementos patrimoniales no afectos a 
actividades económicas que hubieran sido adquiridos antes del 31 de 
diciembre de 1994. 

 
Dicho régimen transitorio prevé una reducción sobre la parte de la 
ganancia patrimonial generada con anterioridad a 20 de enero de 2006, 
aplicando sobre el importe de las misma el coeficiente del 11,11 por 



100 por cada año de permanencia del inmueble en el patrimonio del 
consultante que exceda de dos, contado desde su adquisición o 
realización de las inversiones y mejoras hasta el 31 de diciembre de 
1996 y redondeado por exceso. 

 
A estos efectos, la parte de la ganancia patrimonial generada con 
anterioridad a 20 de enero de 2006 vendrá determinada por la parte 
de la ganancia patrimonial que proporcionalmente corresponda al 
número de días transcurridos entre la fecha de adquisición y el 19 de 
enero de 2006, ambos inclusive, respecto del número total de días que 
hubiera permanecido en el patrimonio del contribuyente. 
Estará no sujeta la parte de la ganancia patrimonial generada con 
anterioridad a 20 de enero de 2006 derivada de inmuebles o 
inversiones y mejoras efectuados en los mismos, que a 31 de diciembre 
de 1996 tuviesen un periodo de generación superior a 10 años. 
Lo que comunico a Vd. Con efectos vinculantes, conforme a lo 
dispuesto en el apartado 1 del artículo 89 de la Ley 58/2003, de 17 de 
diciembre, General Tributaria. 

 

 

LEY IRPF 

 

Artículo 34. Importe de las ganancias o pérdidas patrimoniales. 
Norma general. 

1. El importe de las ganancias o pérdidas patrimoniales será: 

a) En el supuesto de transmisión onerosa o lucrativa, la diferencia 
entre los valores de adquisición y transmisión de los elementos 
patrimoniales. 

b) En los demás supuestos, el valor de mercado de los elementos 
patrimoniales o partes proporcionales, en su caso. 

2. Si se hubiesen efectuado mejoras en los elementos patrimoniales 
transmitidos, se distinguirá la parte del valor de enajenación que 
corresponda a cada componente del mismo. 

 

 

 



 

Artículo 35. Transmisiones a título oneroso. 

1. El valor de adquisición estará formado por la suma de: 

a) El importe real por el que dicha adquisición se hubiera efectuado. 

b) El coste de las inversiones y mejoras efectuadas en los bienes 
adquiridos y los gastos y tributos inherentes a la adquisición, excluidos 
los intereses, que hubieran sido satisfechos por el adquirente. 

En las condiciones que reglamentariamente se determinen, este 
valor se minorará en el importe de las amortizaciones. 

2. El valor de transmisión será el importe real por el que la 
enajenación se hubiese efectuado. De este valor se deducirán los 
gastos y tributos a que se refiere la letra b) del apartado 1 en cuanto 
resulten satisfechos por el transmitente. 

Por importe real del valor de enajenación se tomará el 
efectivamente satisfecho, siempre que no resulte inferior al normal de 
mercado, en cuyo caso prevalecerá éste. 

Artículo 36. Transmisiones a título lucrativo. 

Cuando la adquisición o la transmisión hubiera sido a título lucrativo 
se aplicarán las reglas del artículo anterior, tomando por importe real 
de los valores respectivos aquéllos que resulten de la aplicación de las 
normas del Impuesto sobre Sucesiones y Donaciones, sin que puedan 
exceder del valor de mercado. 

No obstante, en las adquisiciones lucrativas por causa de muerte 
derivadas de contratos o pactos sucesorios con efectos de presente, el 
beneficiario de los mismos que transmitiera, antes del transcurso de 
cinco años desde la celebración del pacto sucesorio o del fallecimiento 
del causante, si fuera anterior, los bienes adquiridos, se subrogará en 
la posición de este, respecto al valor y fecha de adquisición de aquellos, 
cuando este valor fuera inferior al previsto en el párrafo anterior. 

En las adquisiciones lucrativas, a que se refiere la letra c) del 
apartado 3 del artículo 33 de esta Ley, el donatario se subrogará en la 
posición del donante respecto de los valores y fechas de adquisición de 
dichos bienes. 

 

 

 



 

CUARTO 

 

 

 

Al no ser su vivienda habitual lo que vende (aunque reinvierta parte en 
una nueva vivienda habitual) no queda exenta la Ganancia obtenida 
por ese motivo. 

 

Dado que tiene más de 65 años podrían haber quedado exentas las 
ganancias patrimoniales que se pongan de manifiesto con ocasión de 
la transmisión de elementos patrimoniales por contribuyentes mayores 
de 65 años siempre que el importe total obtenido por la transmisión se 
destine en el plazo de seis meses a constituir una renta vitalicia 
asegurada a su favor, en las condiciones que reglamentariamente se 
determinen. La cantidad máxima total que a tal efecto podrá destinarse 
a constituir rentas vitalicias será de 240.000 euros. 

 

Como no es el caso según el enunciado, pues tampoco es de 
aplicación. 

 

LEY IRPF 

 

Artículo 38. Ganancias excluidas de gravamen en supuestos de 
reinversión. 

1. Podrán excluirse de gravamen las ganancias patrimoniales 
obtenidas por la transmisión de la vivienda habitual del contribuyente, 
siempre que el importe total obtenido por la transmisión se reinvierta 
en la adquisición de una nueva vivienda habitual en las condiciones que 
reglamentariamente se determinen. 

Cuando el importe reinvertido sea inferior al total de lo percibido en 
la transmisión, únicamente se excluirá de tributación la parte 
proporcional de la ganancia patrimonial obtenida que corresponda a la 
cantidad reinvertida. 



2. Podrán excluirse de gravamen las ganancias patrimoniales que 
se pongan de manifiesto con ocasión de la transmisión de acciones o 
participaciones por las que se hubiera practicado la deducción prevista 
en el artículo 68.1 de esta Ley, siempre que el importe total obtenido 
por la transmisión de las mismas se reinvierta en la adquisición de 
acciones o participaciones de las citadas entidades en las condiciones 
que reglamentariamente se determinen. 

Cuando el importe reinvertido sea inferior al total percibido en la 
transmisión, únicamente se excluirá de tributación la parte 
proporcional de la ganancia patrimonial obtenida que corresponda a la 
cantidad reinvertida. 

No resultará de aplicación lo dispuesto en este apartado en los 
siguientes supuestos: 

a) Cuando el contribuyente hubiera adquirido valores homogéneos 
en el año anterior o posterior a la transmisión de las acciones o 
participaciones. En este caso, la exención no procederá respecto de los 
valores que como consecuencia de dicha adquisición permanezcan en 
el patrimonio del contribuyente. 

b) Cuando las acciones o participaciones se transmitan a su 
cónyuge, a cualquier persona unida al contribuyente por parentesco, 
en línea recta o colateral, por consanguinidad o afinidad, hasta el 
segundo grado incluido, a una entidad respecto de la que se produzca, 
con el contribuyente o con cualquiera de las personas anteriormente 
citadas, alguna de las circunstancias establecidas en el artículo 42 del 
Código de Comercio, con independencia de la residencia y de la 
obligación de formular cuentas anuales consolidadas, distinta de la 
propia entidad cuyas participaciones se transmiten. 

3. Podrán excluirse de gravamen las ganancias patrimoniales que 
se pongan de manifiesto con ocasión de la transmisión de elementos 
patrimoniales por contribuyentes mayores de 65 años, siempre que el 
importe total obtenido por la transmisión se destine en el plazo de seis 
meses a constituir una renta vitalicia asegurada a su favor, en las 
condiciones que reglamentariamente se determinen. La cantidad 
máxima total que a tal efecto podrá destinarse a constituir rentas 
vitalicias será de 240.000 euros. 

Cuando el importe reinvertido sea inferior al total de lo percibido en 
la transmisión, únicamente se excluirá de tributación la parte 
proporcional de la ganancia patrimonial obtenida que corresponda a la 
cantidad reinvertida. 

La anticipación, total o parcial, de los derechos económicos 
derivados de la renta vitalicia constituida, determinará el sometimiento 
a gravamen de la ganancia patrimonial correspondiente. 



 

 

RTO IRPF 

Artículo 42. Exención por reinversión en rentas vitalicias. 

1. Podrán gozar de exención las ganancias patrimoniales que se 
pongan de manifiesto en la transmisión de elementos patrimoniales por 
contribuyentes mayores de 65 años, siempre que el importe total 
obtenido por la transmisión se destine a constituir una renta vitalicia 
asegurada a su favor, en las condiciones que se establecen en este 
artículo. 

2. La renta vitalicia deberá constituirse en el plazo de seis meses 
desde la fecha de transmisión del elemento patrimonial. 

No obstante, cuando la ganancia patrimonial esté sometida a 
retención y el valor de transmisión minorado en el importe de la 
retención se destine íntegramente a constituir una renta vitalicia en el 
citado plazo de seis meses, el plazo para destinar el importe de la 
retención a la constitución de la renta vitalicia se ampliará hasta la 
finalización del ejercicio siguiente a aquel en el que se efectúe la 
transmisión. 

3. Para la aplicación de la exención se deberán cumplir además los 
siguientes requisitos: 

a) El contrato de renta vitalicia deberá suscribirse entre el 
contribuyente, que tendrá condición de beneficiario, y una entidad 
aseguradora. 

En los contratos de renta vitalicia podrán establecerse mecanismos 
de reversión o períodos ciertos de prestación o fórmulas de 
contraseguro en caso de fallecimiento una vez constituida la renta 
vitalicia. 

b) La renta vitalicia deberá tener una periodicidad inferior o igual al 
año, comenzar a percibirse en el plazo de un año desde su constitución, 
y el importe anual de las rentas no podrá decrecer en más de un cinco 
por ciento respecto del año anterior. 

c) El contribuyente deberá comunicar a la entidad aseguradora que 
la renta vitalicia que se contrata constituye la reinversión del importe 
obtenido por la transmisión de elementos patrimoniales, a efectos de 
la aplicación de la exención prevista en este artículo. 



4. La cantidad máxima total cuya reinversión en la constitución de 
rentas vitalicias dará derecho a aplicar la exención será de 240.000 
euros. 

Cuando el importe reinvertido sea inferior al total obtenido en la 
enajenación, únicamente se excluirá de tributación la parte 
proporcional de la ganancia patrimonial obtenida que corresponda a la 
cantidad reinvertida. 

Si como consecuencia de la reinversión del importe de una 
transmisión en una renta vitalicia se superase, considerando las 
reinversiones anteriores, la cantidad de 240.000 euros, únicamente se 
considerará reinvertido el importe de la diferencia entre 240.000 euros 
y el importe de las reinversiones anteriores. 

Cuando, conforme a lo dispuesto en este artículo, la reinversión no 
se realice en el mismo año de la enajenación, el contribuyente vendrá 
obligado a hacer constar en la declaración del Impuesto del ejercicio 
en el que se obtenga la ganancia de patrimonio su intención de 
reinvertir en las condiciones y plazos señalados. 

5. El incumplimiento de cualquiera de las condiciones establecidas 
en este artículo, o la anticipación, total o parcial, de los derechos 
económicos derivados de la renta vitalicia constituida, determinará el 
sometimiento a gravamen de la ganancia patrimonial correspondiente. 

En tal caso, el contribuyente imputará la ganancia patrimonial no 
exenta al año de su obtención, practicando autoliquidación 
complementaria, con inclusión de los intereses de demora, y se 
presentará en el plazo que medie entre la fecha en que se produzca el 
incumplimiento y la finalización del plazo reglamentario de declaración 
correspondiente al período impositivo en que se produzca dicho 
incumplimiento. 

 

 

 QUINTO 

 

 

 

La deducción vivienda solo es de aplicación para contribuyentes que 
hubieran adquirido su vivienda habitual con anterioridad a 1 de enero 



de 2013 o satisfecho cantidades con anterioridad a dicha fecha para la 
construcción de la misma. No es el caso del contribuyente. 

 

Valorar la DA 29ª y la DA 55ª de la LEY de IRPF, que no se parecen 
aplicables a la vista de los datos del supuesto. 

Disposición adicional vigésima novena. Deducción por obras de 
mejora en la vivienda. 

Los contribuyentes cuya base imponible sea inferior a 71.007,20 
euros anuales, podrán deducirse el 20 por ciento de las cantidades 
satisfechas desde la entrada en vigor del Real Decreto-ley 5/2011 
hasta el 31 de diciembre de 2012 por las obras realizadas durante dicho 
período en cualquier vivienda de su propiedad o en el edificio en la que 
ésta se encuentre, siempre que tengan por objeto la mejora de la 
eficiencia energética, la higiene, salud y protección del medio 
ambiente, la utilización de energías renovables, la seguridad y la 
estanqueidad, y en particular la sustitución de las instalaciones de 
electricidad, agua, gas u otros suministros, o favorezcan la 
accesibilidad al edificio o las viviendas, en los términos previstos en el 
Real Decreto 2066/2008, de 12 de diciembre, por el que se regula el 
Plan Estatal de Vivienda y Rehabilitación 2009-2012, así como por las 
obras de instalación de infraestructuras de telecomunicación realizadas 
durante dicho período que permitan el acceso a Internet y a servicios 
de televisión digital en la vivienda del contribuyente. 

No darán derecho a practicar esta deducción las obras que se 
realicen en viviendas afectas a una actividad económica, plazas de 
garaje, jardines, parques, piscinas e instalaciones deportivas y otros 
elementos análogos. 

La base de esta deducción estará constituida por las cantidades 
satisfechas, mediante tarjeta de crédito o débito, transferencia 
bancaria, cheque nominativo o ingreso en cuentas en entidades de 
crédito, a las personas o entidades que realicen tales obras. En ningún 
caso, darán derecho a practicar esta deducción las cantidades 
satisfechas mediante entregas de dinero de curso legal. 

La base máxima anual de esta deducción será de: 

a) cuando la base imponible sea igual o inferior a 53.007,20 euros 
anuales: 6.750 euros anuales, 

b) cuando la base imponible esté comprendida entre 53.007,20 y 
71.007,20 euros anuales: 6.750 euros menos el resultado de 
multiplicar por 0,375 la diferencia entre la base imponible y 53.007,20 
euros anuales. 



Las cantidades satisfechas en el ejercicio no deducidas por exceder 
de la base máxima anual de deducción podrán deducirse, con el mismo 
límite, en los cuatro ejercicios siguientes. 

A tal efecto, cuando concurran cantidades deducibles en el ejercicio 
con cantidades deducibles procedentes de ejercicios anteriores que no 
hayan podido ser objeto de deducción por exceder de la base máxima 
de deducción, el límite anteriormente indicado será único para el 
conjunto de tales cantidades, deduciéndose en primer lugar las 
cantidades correspondientes a años anteriores. 

En ningún caso, la base acumulada de la deducción correspondiente 
a los períodos impositivos en que ésta sea de aplicación podrá exceder 
de 20.000 euros por vivienda. Cuando concurran varios propietarios 
con derecho a practicar la deducción respecto de una misma vivienda, 
el citado límite de 20.000 euros se distribuirá entre los copropietarios 
en función de su respectivo porcentaje de propiedad en el inmueble. 

En ningún caso darán derecho a la aplicación de esta deducción, las 
cantidades satisfechas por las que el contribuyente practique la 
deducción por inversión en vivienda habitual a que se refiere el artículo 
68.1 de esta ley. 

2. El importe de esta deducción se restará de la cuota íntegra estatal 
después de las deducciones previstas en los apartados 2, 3, 4, 5, 6 y 
7 del artículo 68 de esta ley. 

 

Disposición adicional quincuagésima. Deducción por obras de 
mejora de la eficiencia energética de viviendas. 

1. Los contribuyentes podrán deducirse el 20 por ciento de las 
cantidades satisfechas desde la entrada en vigor del Real Decreto-ley 
19/2021, de 5 de octubre, de medidas urgentes para impulsar la 
actividad de rehabilitación edificatoria en el contexto del Plan de 
Recuperación, Transformación y Resiliencia, hasta el 31 de diciembre 
de 2022 por las obras realizadas durante dicho período para la 
reducción de la demanda de calefacción y refrigeración de su vivienda 
habitual o de cualquier otra de su titularidad que tuviera arrendada 
para su uso como vivienda en ese momento o en expectativa de 
alquiler, siempre que en este último caso, la vivienda se alquile antes 
de 31 de diciembre de 2023. 

A estos efectos, únicamente se entenderá que se ha reducido la 
demanda de calefacción y refrigeración de la vivienda cuando se 
reduzca en al menos un 7 por ciento la suma de los indicadores de 
demanda de calefacción y refrigeración del certificado de eficiencia 
energética de la vivienda expedido por el técnico competente después 



de la realización de las obras, respecto del expedido antes del inicio de 
las mismas. 

La deducción se practicará en el período impositivo en el que se 
expida el certificado de eficiencia energética emitido después de la 
realización de las obras. Cuando el certificado se expida en un período 
impositivo posterior a aquél en el que se abonaron cantidades por tales 
obras, la deducción se practicará en este último tomando en 
consideración las cantidades satisfechas desde la entrada en vigor del 
Real Decreto-ley 19/2021, de 5 de octubre, de medidas urgentes para 
impulsar la actividad de rehabilitación edificatoria en el contexto del 
Plan de Recuperación, Transformación y Resiliencia, hasta el 31 de 
diciembre de dicho período impositivo. En todo caso, dicho certificado 
deberá ser expedido antes de 1 de enero de 2023. 

La base máxima anual de esta deducción será de 5.000 euros 
anuales. 

2. Los contribuyentes podrán deducirse el 40 por ciento de las 
cantidades satisfechas desde la entrada en vigor del Real Decreto-ley 
19/2021, de 5 de octubre, de medidas urgentes para impulsar la 
actividad de rehabilitación edificatoria en el contexto del Plan de 
Recuperación, Transformación y Resiliencia, hasta el 31 de diciembre 
de 2022 por las obras realizadas durante dicho período para la mejora 
en el consumo de energía primaria no renovable de su vivienda 
habitual o de cualquier otra de su titularidad que tuviera arrendada 
para su uso como vivienda en ese momento o en expectativa de 
alquiler, siempre que en este último caso, la vivienda se alquile antes 
de 31 de diciembre de 2023. 

A estos efectos, únicamente se entenderá que se ha mejorado el 
consumo de energía primaria no renovable en la vivienda en la que se 
hubieran realizado tales obras cuando se reduzca en al menos un 30 
por ciento el indicador de consumo de energía primaria no renovable, 
o bien, se consiga una mejora de la calificación energética de la 
vivienda para obtener una clase energética «A» o «B», en la misma 
escala de calificación, acreditado mediante certificado de eficiencia 
energética expedido por el técnico competente después de la 
realización de aquéllas, respecto del expedido antes del inicio de las 
mismas. 

La deducción se practicará en el período impositivo en el que se 
expida el certificado de eficiencia energética emitido después de la 
realización de las obras. Cuando el certificado se expida en un período 
impositivo posterior a aquél en el que se abonaron cantidades por tales 
obras, la deducción se practicará en este último tomando en 
consideración las cantidades satisfechas desde la entrada en vigor del 
Real Decreto-ley 19/2021, de 5 de octubre, de medidas urgentes para 
impulsar la actividad de rehabilitación edificatoria en el contexto del 



Plan de Recuperación, Transformación y Resiliencia, hasta el 31 de 
diciembre de dicho período impositivo. En todo caso, dicho certificado 
deberá ser expedido antes de 1 de enero de 2023. 

La base máxima anual de esta deducción será de 7.500 euros 
anuales. 

3. Los contribuyentes propietarios de viviendas ubicadas en edificios 
de uso predominante residencial en el que se hayan llevado a cabo 
desde la entrada en vigor del Real Decreto-ley 19/2021, de 5 de 
octubre, de medidas urgentes para impulsar la actividad de 
rehabilitación edificatoria en el contexto del Plan de Recuperación, 
Transformación y Resiliencia, hasta el 31 de diciembre de 2023 obras 
de rehabilitación energética, podrán deducirse el 60 por ciento de las 
cantidades satisfechas durante dicho período por tales obras. A estos 
efectos, tendrán la consideración de obras de rehabilitación energética 
del edificio aquéllas en las que se obtenga una mejora de la eficiencia 
energética del edificio en el que se ubica la vivienda, debiendo 
acreditarse con el certificado de eficiencia energética del edificio 
expedido por el técnico competente después de la realización de 
aquéllas una reducción del consumo de energía primaria no renovable, 
referida a la certificación energética, de un 30 por ciento como mínimo, 
o bien, la mejora de la calificación energética del edificio para obtener 
una clase energética «A» o «B», en la misma escala de calificación, 
respecto del expedido antes del inicio de las mismas. 

Se asimilarán a viviendas las plazas de garaje y trasteros que se 
hubieran adquirido con estas. 

No darán derecho a practicar esta deducción por las obras realizadas 
en la parte de la vivienda que se encuentre afecta a una actividad 
económica. 

La deducción se practicará en los períodos impositivos 2021, 2022 
y 2023 en relación con las cantidades satisfechas en cada uno de ellos, 
siempre que se hubiera expedido, antes de la finalización del período 
impositivo en el que se vaya a practicar la deducción, el citado 
certificado de eficiencia energética. Cuando el certificado se expida en 
un período impositivo posterior a aquél en el que se abonaron 
cantidades por tales obras, la deducción se practicará en este último 
tomando en consideración las cantidades satisfechas desde la entrada 
en vigor del Real Decreto-ley 19/2021, de 5 de octubre, de medidas 
urgentes para impulsar la actividad de rehabilitación edificatoria en el 
contexto del Plan de Recuperación, Transformación y Resiliencia, hasta 
el 31 de diciembre de dicho período impositivo. En todo caso, dicho 
certificado deberá ser expedido antes de 1 de enero de 2024. 

La base máxima anual de esta deducción será de 5.000 euros 
anuales. 



Las cantidades satisfechas no deducidas por exceder de la base 
máxima anual de deducción podrán deducirse, con el mismo límite, en 
los cuatro ejercicios siguientes, sin que en ningún caso la base 
acumulada de la deducción pueda exceder de 15.000 euros. 

4. No darán derecho a practicar las deducciones previstas en los 
apartados 1 y 2 anteriores, cuando la obra se realice en las partes de 
las viviendas afectas a una actividad económica, plazas de garaje, 
trasteros, jardines, parques, piscinas e instalaciones deportivas y otros 
elementos análogos. 

En ningún caso, una misma obra realizada en una vivienda dará 
derecho a las deducciones previstas en los apartados 1 y 2 anteriores. 
Tampoco tales deducciones resultarán de aplicación en aquellos casos 
en los que la mejora acreditada y las cuantías satisfechas correspondan 
a actuaciones realizadas en el conjunto del edificio y proceda la 
aplicación de la deducción recogida en el apartado 3 de esta 
disposición. 

La base de las deducciones previstas en los apartados 1, 2 y 3 
anteriores, estará constituida por las cantidades satisfechas, mediante 
tarjeta de crédito o débito, transferencia bancaria, cheque nominativo 
o ingreso en cuentas en entidades de crédito, a las personas o 
entidades que realicen tales obras, así como a las personas o entidades 
que expidan los citados certificados, debiendo descontar aquellas 
cuantías que, en su caso, hubieran sido subvencionadas a través de un 
programa de ayudas públicas o fueran a serlo en virtud de resolución 
definitiva de la concesión de tales ayudas. En ningún caso, darán 
derecho a practicar deducción las cantidades satisfechas mediante 
entregas de dinero de curso legal. 

A estos efectos, se considerarán como cantidades satisfechas por 
las obras realizadas aquellas necesarias para su ejecución, incluyendo 
los honorarios profesionales, costes de redacción de proyectos 
técnicos, dirección de obras, coste de ejecución de obras o 
instalaciones, inversión en equipos y materiales y otros gastos 
necesarios para su desarrollo, así como la emisión de los 
correspondientes certificados de eficiencia energética. En todo caso, no 
se considerarán en dichas cantidades los costes relativos a la 
instalación o sustitución de equipos que utilicen combustibles de origen 
fósil. 

Tratándose de obras llevadas a cabo por una comunidad de 
propietarios la cuantía susceptible de formar la base de la deducción 
de cada contribuyente a que se refiere el apartado 3 anterior, vendrá 
determinada por el resultado de aplicar a las cantidades satisfechas 
por la comunidad de propietarios a las que se refiere el párrafo 
anterior, el coeficiente de participación que tuviese en la misma. 



5. Los certificados de eficiencia energética previstos en los 
apartados anteriores deberán haber sido expedidos y registrados con 
arreglo a lo dispuesto en el Real Decreto 390/2021, de 1 de junio, por 
el que se aprueba el procedimiento básico para la certificación de la 
eficiencia energética de los edificios. 

A los efectos de acreditar el cumplimiento de los requisitos exigidos 
para la práctica de estas deducciones serán válidos los certificados 
expedidos antes del inicio de las obras siempre que no hubiera 
transcurrido un plazo de dos años entre la fecha de su expedición y la 
del inicio de estas. 

6. El importe de estas deducciones se restará de la cuota íntegra 
estatal después de las deducciones previstas en los apartados 1, 2, 3, 
4, y 5 del artículo 68 de esta ley. 

 

Disposición transitoria decimoctava. Deducción por inversión 
en vivienda habitual. 

1. Podrán aplicar la deducción por inversión en vivienda habitual en 
los términos previstos en el apartado 2 de esta disposición: 

a) Los contribuyentes que hubieran adquirido su vivienda habitual 
con anterioridad a 1 de enero de 2013 o satisfecho cantidades con 
anterioridad a dicha fecha para la construcción de la misma. 

b) Los contribuyentes que hubieran satisfecho cantidades con 
anterioridad a 1 de enero de 2013 por obras de rehabilitación o 
ampliación de la vivienda habitual, siempre que las citadas obras estén 
terminadas antes de 1 de enero de 2017. 

c) Los contribuyentes que hubieran satisfecho cantidades para la 
realización de obras e instalaciones de adecuación de la vivienda 
habitual de las personas con discapacidad con anterioridad a 1 de enero 
de 2013 siempre y cuando las citadas obras o instalaciones estén 
concluidas antes de 1 de enero de 2017. 

En todo caso, resultará necesario que el contribuyente hubiera 
practicado la deducción por inversión en vivienda habitual en relación 
con las cantidades satisfechas para la adquisición o construcción de 
dicha vivienda en un período impositivo devengado con anterioridad a 
1 de enero de 2013, salvo que hubiera resultado de aplicación lo 
dispuesto en el artículo 68.1.2.ª de esta Ley en su redacción vigente a 
31 de diciembre de 2012. 

2. La deducción por inversión en vivienda habitual se aplicará 
conforme a lo dispuesto en los artículos 67.1, 68.1, 70.1, 77.1, y 78 



de la Ley del Impuesto, en su redacción en vigor a 31 de diciembre de 
2012, sin perjuicio de los porcentajes de deducción que conforme a lo 
dispuesto en la Ley 22/2009 hayan sido aprobados por la Comunidad 
Autónoma. 

3. Los contribuyentes que por aplicación de lo establecido en esta 
disposición ejerciten el derecho a la deducción estarán obligados, en 
todo caso, a presentar declaración por este Impuesto y el importe de 
la deducción así calculada minorará el importe de la suma de la cuota 
íntegra estatal y autonómica del Impuesto a los efectos previstos en el 
apartado 2 del artículo 69 de esta Ley. 

4. Los contribuyentes que con anterioridad a 1 de enero de 2013 
hubieran depositado cantidades en cuentas vivienda destinadas a la 
primera adquisición o rehabilitación de la vivienda habitual, siempre 
que en dicha fecha no hubiera transcurrido el plazo de cuatro años 
desde la apertura de la cuenta, podrán sumar a la cuota líquida estatal 
y a la cuota líquida autonómica devengadas en el ejercicio 2012 las 
deducciones practicadas hasta el ejercicio 2011, sin intereses de 
demora. 

  

 

SEXTO 

 

 

 

Respecto a su actividad profesional, su único cliente es empresa y le 
ha retenido (los RAE profesionales llevan retención al 15% salvo los de 
nuevo inicio, que se les retiene al 7% primer año y los dos siguientes) 
Por tanto, el 100% de sus RAE de su actividad profesional lleva 
retención. 

Respecto a su actividad agrícola también llevan retención los ingresos 
procedentes de la cooperativa (las subvenciones no deben llevar 
retención) Ojo retención incorrecta al 1% por la cooperativa, debió ser 
al 2% (posible regularización al pagador, pero el perceptor puede 
deducir la retención correcta del 2%, ver 99.5 LEY IRPF) Por tanto, el 
100% de sus ingresos (sin contar subvenciones) han sido objeto de 
retención. 

 



En resumen,  más del 70% de sus ingresos han sido objeto de retención 
en 2020. En ese año 2020, salvo en caso de inicio de actividad, lo 
relevante es si eso pasó, o no, en el año anterior (2019), cosa que no 
sabemos. 

 

Por lo tanto, en 2020 debe hacer pago fraccionado del 20% por la 
actividad profesional (tributa en directa normal o simplificada, no lo 
sabemos, ver pregunta uno) y del 2% de la actividad agrícola (se aplica 
este porcentaje con independencia de cómo determine su rendimiento 
neto) 

 

En 2021, como en 2020 más del 70% de sus rentas de actividades 
económicas han sido objeto de retención, no tiene que hacer pagos 
fraccionados. 

 

 

Ley IRPF 99.7 

 

7. Los contribuyentes que ejerzan actividades económicas estarán 
obligados a efectuar pagos fraccionados a cuenta del Impuesto sobre 
la Renta de las Personas Físicas, autoliquidando e ingresando su 
importe en las condiciones que reglamentariamente se determinen. 

Reglamentariamente se podrá exceptuar de esta obligación a 
aquellos contribuyentes cuyos ingresos hayan estado sujetos a 
retención o ingreso a cuenta en el porcentaje que se fije al efecto. 

El pago fraccionado correspondiente a las entidades en régimen de 
atribución de rentas, que ejerzan actividades económicas, se efectuará 
por cada uno de los socios, herederos, comuneros o partícipes, a los 
que proceda atribuir rentas de esta naturaleza, en proporción a su 
participación en el beneficio de la entidad. 

 

LEY IRPF 101.11 

 

11. Los porcentajes de los pagos fraccionados que deban practicar 
los contribuyentes que ejerzan actividades económicas serán los 
siguientes: 



a) El 20 por ciento, cuando se trate de actividades que determinen 
el rendimiento neto por el método de estimación directa, en cualquiera 
de sus modalidades. 

b) El 4 por ciento, cuando se trate de actividades que determinen el 
rendimiento neto por el método de estimación objetiva. El porcentaje 
será el 3 por ciento cuando se trate de actividades que tengan sólo una 
persona asalariada, y el 2 por ciento cuando no se disponga de 
personal asalariado. 

c) El 2 por ciento, cuando se trate de actividades agrícolas, 
ganaderas, forestales o pesqueras, cualquiera que fuese el método de 
determinación del rendimiento neto. 

Estos porcentajes se reducirán en un 60 por ciento para las 
actividades económicas que tengan derecho a la deducción en la cuota 
prevista en el artículo 68.4 de esta Ley. 

 

Contribuyente que ejerce actividad profesional y actividad 
agrícola o ganadera ¿cómo se computa el requisito del 70% de 
los ingresos que exime de la obligación de presentar pagos 
fraccionados? 

Respuesta 

El requisito de que al menos el 70% de los ingresos de la actividad sea 
objeto de retención debe considerarse de forma independiente para las 
actividades profesionales, para las actividades agrícolas o ganaderas y 
en su caso para las forestales. Si de acuerdo con lo anterior existiera 
obligación de efectuar pagos fraccionados por la actividad agrícola o 
ganadera, y no existiera tal obligación respecto de la actividad 
profesional, el importe del pago fraccionado se determinaría sin 
considerar los rendimientos netos, las retenciones y los ingresos a 
cuenta practicados correspondientes a la actividad profesional. 

 

 

 

 

 

 



 

LEY IRPF 

99.5 

 

5. El perceptor de rentas sobre las que deba retenerse a cuenta de 
este impuesto computará aquéllas por la contraprestación íntegra 
devengada. 

Cuando la retención no se hubiera practicado o lo hubiera sido por 
un importe inferior al debido, por causa imputable exclusivamente al 
retenedor u obligado a ingresar a cuenta, el perceptor deducirá de la 
cuota la cantidad que debió ser retenida. 

En el caso de retribuciones legalmente establecidas que hubieran 
sido satisfechas por el sector público, el perceptor sólo podrá deducir 
las cantidades efectivamente retenidas. 

Cuando no pudiera probarse la contraprestación íntegra devengada, 
la Administración tributaria podrá computar como importe íntegro una 
cantidad que, una vez restada de ella la retención procedente, arroje 
la efectivamente percibida. En este caso se deducirá de la cuota como 
retención a cuenta la diferencia entre lo realmente percibido y el 
importe íntegro. 

 

95 RTO IRPF 

4. Cuando los rendimientos sean contraprestación de una actividad 
agrícola o ganadera, se aplicarán los siguientes porcentajes de 
retención: 

1.º Actividades ganaderas de engorde de porcino y avicultura: 1 por 
ciento. 

2.º Restantes casos: 2 por ciento. 

Estos porcentajes se aplicarán sobre los ingresos íntegros 
satisfechos, con excepción de las subvenciones corrientes y de capital 
y de las indemnizaciones. 

A estos efectos se entenderán como actividades agrícolas o 
ganaderas aquellas mediante las cuales se obtengan directamente de 
las explotaciones productos naturales, vegetales o animales y no se 
sometan a procesos de transformación, elaboración o manufactura. 



Se considerará proceso de transformación, elaboración o 
manufactura toda actividad para cuyo ejercicio sea preceptiva el alta 
en un epígrafe correspondiente a actividades industriales en las tarifas 
del Impuesto sobre Actividades Económicas. 

Se entenderán incluidas entre las actividades agrícolas y ganaderas: 

a) La ganadería independiente. 

b) La prestación, por agricultores o ganaderos, de trabajos o 
servicios accesorios de naturaleza agrícola o ganadera, con los medios 
que ordinariamente son utilizados en sus explotaciones. 

c) Los servicios de cría, guarda y engorde de ganado. 

5. Cuando los rendimientos sean contraprestación de una actividad 
forestal, se aplicará el tipo de retención del 2 por ciento sobre los 
ingresos íntegros satisfechos, con excepción de las subvenciones 
corrientes y de capital y de las indemnizaciones. 

… 

 

 

Artículo 109. Obligados al pago fraccionado. 

1. Los contribuyentes que ejerzan actividades económicas estarán 
obligados a autoliquidar e ingresar en el Tesoro, en concepto de pago 
a cuenta del Impuesto sobre la Renta de las Personas Físicas, la 
cantidad que resulte de lo establecido en los artículos siguientes, sin 
perjuicio de las excepciones previstas en los apartados siguientes. 

2. Los contribuyentes que desarrollen actividades profesionales no 
estarán obligados a efectuar pago fraccionado en relación con las 
mismas si, en el año natural anterior, al menos el 70 por ciento de los 
ingresos de la actividad fueron objeto de retención o ingreso a cuenta. 

3. Los contribuyentes que desarrollen actividades agrícolas o 
ganaderas no estarán obligados a efectuar pago fraccionado en 
relación con las mismas si, en el año natural anterior, al menos el 70 
por ciento de los ingresos procedentes de la explotación, con excepción 
de las subvenciones corrientes y de capital y de las indemnizaciones, 
fueron objeto de retención o ingreso a cuenta. 

4. Los contribuyentes que desarrollen actividades forestales no 
estarán obligados a efectuar pago fraccionado en relación con las 
mismas si, en el año natural anterior, al menos el 70 por ciento de los 
ingresos procedentes de la actividad, con excepción de las 



subvenciones corrientes y de capital y de las indemnizaciones, fueron 
objeto de retención o ingreso a cuenta. 

5. A efectos de lo dispuesto en los apartados 2, 3 y 4 anteriores, en 
caso de inicio de la actividad se tendrá en cuenta el porcentaje de 
ingresos que hayan sido objeto de retención o ingreso a cuenta durante 
el período a que se refiere el pago fraccionado. 

 

 

 

 

 

SÉPTIMO 

 

 

Ha debido de presentar, dado que es empresario y obligado a 
retener, las siguientes autoliquidaciones: 

4T DE IVA  2020, modelo 303. 

 

390 IVA, resumen anual 

 

180, resumen anual retenciones de inmuebles (es inquilino de un 
local, en el ejercicio de su actividad: debe retener al 19% en 
ingresarlas en el modelo 115) 

 

115 4T (lo acabamos de indicar, retención del 19%) 

 

 

Aunque no lo preguntan, NO debe presentar modelo 347 (a la vista 
del supuesto, desconocemos más datos) pues sus ventas ya se reflejan 
en otra informativa por la retención (modelo 190 que presenta el 



cliente pagador) y los pagos por alquiler ya salen en la informativa 
modelo 180. 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

OCTAVO 

 

 

 

 

Son declaraciones informativas, No lleva recargos del 27 LGT, lleva 
sanción del 198 LGT: 20 euros por cada dato o conjunto de datos 
referidos a una misma persona o entidad que hubiera debido incluirse 
en la declaración con un mínimo de 300 euros y un máximo de 20.000 
euros (reducción a la mitad si se presentan sin requerimiento previo) 

 

Artículo 198. Infracción tributaria por no presentar en plazo 
autoliquidaciones o declaraciones sin que se produzca perjuicio 
económico, por incumplir la obligación de comunicar el 
domicilio fiscal o por incumplir las condiciones de determinadas 
autorizaciones. 

1. Constituye infracción tributaria no presentar en plazo 
autoliquidaciones o declaraciones, así como los documentos 
relacionados con las obligaciones aduaneras, siempre que no se haya 



producido o no se pueda producir perjuicio económico a la Hacienda 
Pública. 

La infracción prevista en este apartado será leve. 

La sanción consistirá en multa pecuniaria fija de 200 euros o, si se 
trata de declaraciones censales o la relativa a la comunicación de la 
designación del representante de personas o entidades cuando así lo 
establezca la normativa, de 400 euros. 

Si se trata de declaraciones exigidas con carácter general en 
cumplimiento de la obligación de suministro de información recogida 
en los artículos 93 y 94 de esta ley, la sanción consistirá en multa 
pecuniaria fija de 20 euros por cada dato o conjunto de datos referidos 
a una misma persona o entidad que hubiera debido incluirse en la 
declaración con un mínimo de 300 euros y un máximo de 20.000 euros. 

2. No obstante lo dispuesto en el apartado anterior, si las 
autoliquidaciones o declaraciones se presentan fuera de plazo sin 
requerimiento previo de la Administración tributaria, la sanción y los 
límites mínimo y máximo serán la mitad de los previstos en el apartado 
anterior. 

Si se hubieran presentado en plazo autoliquidaciones o 
declaraciones incompletas, inexactas o con datos falsos y 
posteriormente se presentara fuera de plazo sin requerimiento previo 
una autoliquidación o declaración complementaria o sustitutiva de las 
anteriores, no se producirá la infracción a que se refiere el artículo 194 
ó 199 de esta ley en relación con las autoliquidaciones o declaraciones 
presentadas en plazo y se impondrá la sanción que resulte de la 
aplicación de este apartado respecto de lo declarado fuera de plazo. 

3. Si se hubieran realizado requerimientos, la sanción prevista en el 
apartado 1 de este artículo será compatible con la establecida para la 
resistencia, obstrucción, excusa o negativa a las actuaciones de la 
Administración tributaria en el artículo 203 de esta ley por la 
desatención de los requerimientos realizados. 

4. No obstante lo dispuesto en los apartados 1 y 2 de este artículo, 
la sanción por no presentar en plazo declaraciones y documentos 
relacionados con las formalidades aduaneras, cuando no determinen el 
nacimiento de una deuda aduanera, consistirá en multa pecuniaria 
proporcional del uno por 1.000 del valor de las mercancías a las que 
las declaraciones y documentos se refieran, con un mínimo de 100 
euros y un máximo de 6.000 euros. 

El importe mínimo de la sanción que se menciona en el párrafo 
anterior se elevará a 600 euros cuando la falta de presentación en plazo 
se refiera a la declaración sumaria de entrada a la que alude el artículo 
127 del Reglamento (UE) n.º 952/2013 del Parlamento Europeo y del 



Consejo, de 9 de octubre de 2013, por el que se establece el código 
aduanero de la Unión. 

5. También constituye infracción tributaria incumplir la obligación 
de comunicar el domicilio fiscal o el cambio del mismo por las personas 
físicas que no realicen actividades económicas. 

La infracción prevista en este apartado será leve. 

La sanción consistirá en multa pecuniaria fija de 100 euros. 

6. Constituye infracción tributaria el incumplimiento de las 
condiciones establecidas en las autorizaciones que pueda conceder una 
autoridad aduanera o de las condiciones a que quedan sujetas las 
mercancías por aplicación de la normativa aduanera, cuando dicho 
incumplimiento no constituya otra infracción prevista en este capítulo. 

La infracción prevista en este apartado será leve. 

La sanción consistirá en multa pecuniaria fija de 200 euros. 

 

 

NOVENO  

 

 

 

1% DE RECARGO, NO LLEGA A HABER UN MES COMPLETO DE 
RETRASO EN NINGUNA.  

 

NO INTERESES DE DEMORA.  

 

POSIBLE REDUCCIÓN DEL RECARGO DE UN 25% SI INGRESA LA 
AUTOLIQUIDACIÓN CON LA PRESENTACIÓN Y LUEGO EL RECARGO 
CUANDO SE LO NOTIFIQUE GESTIÓN EN EL PLAZO DEL 62.2 (OJO 
TEAC SOBRE POSIBILIDAD DE APLAZAR EL RECARGO) 

 



Artículo 27. Recargos por declaración extemporánea sin 
requerimiento previo. 

1. Los recargos por declaración extemporánea son prestaciones 
accesorias que deben satisfacer los obligados tributarios como 
consecuencia de la presentación de autoliquidaciones o declaraciones 
fuera de plazo sin requerimiento previo de la Administración tributaria. 

A los efectos de este artículo, se considera requerimiento previo 
cualquier actuación administrativa realizada con conocimiento formal 
del obligado tributario conducente al reconocimiento, regularización, 
comprobación, inspección, aseguramiento o liquidación de la deuda 
tributaria. 

2. El recargo será un porcentaje igual al 1 por ciento más otro 1 por 
ciento adicional por cada mes completo de retraso con que se presente 
la autoliquidación o declaración respecto al término del plazo 
establecido para la presentación e ingreso. 

Dicho recargo se calculará sobre el importe a ingresar resultante de 
las autoliquidaciones o sobre el importe de la liquidación derivado de 
las declaraciones extemporáneas y excluirá las sanciones que hubieran 
podido exigirse y los intereses de demora devengados hasta la 
presentación de la autoliquidación o declaración. 

Si la presentación de la autoliquidación o declaración se efectúa una 
vez transcurridos 12 meses desde el término del plazo establecido para 
la presentación, el recargo será del 15 por ciento y excluirá las 
sanciones que hubieran podido exigirse. En estos casos, se exigirán los 
intereses de demora por el período transcurrido desde el día siguiente 
al término de los 12 meses posteriores a la finalización del plazo 
establecido para la presentación hasta el momento en que la 
autoliquidación o declaración se haya presentado. 

En las liquidaciones derivadas de declaraciones presentadas fuera 
de plazo sin requerimiento previo no se exigirán intereses de demora 
por el tiempo transcurrido desde la presentación de la declaración 
hasta la finalización del plazo de pago en período voluntario 
correspondiente a la liquidación que se practique, sin perjuicio de los 
recargos e intereses que corresponda exigir por la presentación 
extemporánea. 

No obstante lo anterior, no se exigirán los recargos de este apartado 
si el obligado tributario regulariza, mediante la presentación de una 
declaración o autoliquidación correspondiente a otros períodos del 
mismo concepto impositivo, unos hechos o circunstancias idénticos a 
los regularizados por la Administración, y concurren las siguientes 
circunstancias: 



a) Que la declaración o autoliquidación se presente en el plazo de 
seis meses a contar desde el día siguiente a aquél en que la liquidación 
se notifique o se entienda notificada. 

b) Que se produzca el completo reconocimiento y pago de las 
cantidades resultantes de la declaración o autoliquidación en los 
términos previstos en el apartado 5 de este artículo. 

c) Que no se presente solicitud de rectificación de la declaración o 
autoliquidación, ni se interponga recurso o reclamación contra la 
liquidación dictada por la Administración. 

d) Que de la regularización efectuada por la Administración no 
derive la imposición de una sanción. 

El incumplimiento de cualquiera de estas circunstancias determinará 
la exigencia del recargo correspondiente sin más requisito que la 
notificación al interesado. 

Lo dispuesto en los párrafos anteriores no impedirá el inicio de un 
procedimiento de comprobación o investigación en relación con las 
obligaciones tributarias regularizadas mediante las declaraciones o 
autoliquidaciones a que los mismos se refieren. 

3. Cuando los obligados tributarios no efectúen el ingreso ni 
presenten solicitud de aplazamiento, fraccionamiento o compensación 
al tiempo de la presentación de la autoliquidación extemporánea, la 
liquidación administrativa que proceda por recargos e intereses de 
demora derivada de la presentación extemporánea según lo dispuesto 
en el apartado anterior no impedirá la exigencia de los recargos e 
intereses del período ejecutivo que correspondan sobre el importe de 
la autoliquidación. 

4. Para que pueda ser aplicable lo dispuesto en este artículo, las 
autoliquidaciones extemporáneas deberán identificar expresamente el 
período impositivo de liquidación al que se refieren y deberán contener 
únicamente los datos relativos a dicho período. 

5. El importe de los recargos a que se refiere el apartado 2 anterior 
se reducirá en el 25 por ciento siempre que se realice el ingreso total 
del importe restante del recargo en el plazo del apartado 2 del artículo 
62 de esta Ley abierto con la notificación de la liquidación de dicho 
recargo y siempre que se realice el ingreso total del importe de la 
deuda resultante de la autoliquidación extemporánea o de la 
liquidación practicada por la Administración derivada de la declaración 
extemporánea, al tiempo de su presentación o en el plazo del apartado 
2 del artículo 62 de esta Ley, respectivamente, o siempre que se realice 
el ingreso en el plazo o plazos fijados en el acuerdo de aplazamiento o 
fraccionamiento de dicha deuda que la Administración tributaria 
hubiera concedido con garantía de aval o certificado de seguro de 



caución y que el obligado al pago hubiera solicitado al tiempo de 
presentar la autoliquidación extemporánea o con anterioridad a la 
finalización del plazo del apartado 2 del artículo 62 de esta Ley abierto 
con la notificación de la liquidación resultante de la declaración 
extemporánea. 

El importe de la reducción practicada de acuerdo con lo dispuesto 
en este apartado se exigirá sin más requisito que la notificación al 
interesado, cuando no se hayan realizado los ingresos a que se refiere 
el párrafo anterior en los plazos previstos incluidos los 
correspondientes al acuerdo de aplazamiento o fraccionamiento. 

 

DÉCIMO 

 

 

 

 

IVA CUATRO TRIMESTRES DE IVA, es empresario (art. 5 LIVA) por 
arrendar un bien. Es una prestación de servicios. 

 

NO debe presentar 390 si se dedica solo al arrendamiento de inmuebles 
urbanos y ha presentado el cuarto trimestre de IVA (en el que deberá 
consignar ciertas menciones adicionales) 

 

Orden HFP/417/2017, de 12 de mayo, por la que se regulan las 
especificaciones normativas y técnicas que desarrollan la 
llevanza de los Libros registro del Impuesto sobre el Valor 
Añadido a través de la Sede electrónica de la Agencia Estatal de 
Administración Tributaria establecida en el artículo 62.6 del 
Reglamento del Impuesto sobre el Valor Añadido, aprobado por 
el Real Decreto 1624/1992, de 29 de diciembre, y se modifica 
otra normativa tributaria. 

Disposición final quinta. Modificación de la Orden 
EHA/3111/2009, de 5 de noviembre, por la que se aprueba el 
modelo 390 de Declaración-resumen anual del Impuesto sobre 



el Valor Añadido y se modifica el anexo I de la Orden 
EHA/1274/2007, de 26 de abril, por la que se aprueban los 
modelos 036 de Declaración censal de alta, modificación y baja 
en el Censo de Empresarios, Profesionales y Retenedores y 037 
Declaración censal simplificada de alta, modificación y baja en 
el Censo de Empresarios, Profesionales y Retenedores. 

Se modifica el artículo 1 de la Orden EHA/3111/2009, de 5 de 
noviembre, por la que se aprueba el modelo 390 de Declaración-
resumen anual del Impuesto sobre el Valor Añadido y se modifica el 
anexo I de la Orden EHA/1274/2007, de 26 de abril, por la que se 
aprueban los modelos 036 de declaración censal de alta, modificación 
y baja en el Censo de Empresarios, Profesionales y Retenedores y 037 
declaración censal simplificada de alta, modificación y baja en el Censo 
de Empresarios, Profesionales y Retenedores, que queda redactado de 
la siguiente forma: 

«Artículo 1. Aprobación del modelo 390. 

1. Se aprueba el modelo 390 «Declaración-resumen anual 
del Impuesto sobre el Valor Añadido», que figura como anexo 
V de la presente orden. 

El número identificativo que habrá de figurar en dicho 
modelo será un número secuencial cuyos tres primeros dígitos 
se corresponderán con el código 390. 

2. Este modelo será presentado por los sujetos pasivos del 
Impuesto obligados a la presentación de autoliquidaciones 
periódicas, del Impuesto sobre el Valor Añadido, y los sujetos 
pasivos autorizados a la presentación conjunta de las 
autoliquidaciones, según lo dispuesto en el artículo 71.7 del 
Reglamento del Impuesto, aprobado por el Real Decreto 
1624/1992, de 29 de diciembre. 

3. No obstante lo anterior, de acuerdo con la habilitación 
conferida en los apartados 1 y 7 del artículo 71 del Reglamento 
del Impuesto sobre el Valor Añadido, aprobado por el Real 
Decreto 1624/1992, de 29 de diciembre, se excluye de la 
obligación de presentar la Declaración-resumen anual del 
Impuesto sobre el Valor Añadido a los siguientes sujetos 
pasivos del Impuesto: 

a) Sujetos pasivos del Impuesto obligados a la presentación 
de autoliquidaciones periódicas, con periodo de liquidación 
trimestral que tributando solo en territorio común realicen 
exclusivamente las actividades siguientes: 



i) Actividades que tributen en régimen simplificado del 
Impuesto sobre el Valor Añadido, y/o 

ii) Actividad de arrendamiento de bienes inmuebles 
urbanos. 

b) Sujetos pasivos que lleven los libros registro a través de 
la Sede electrónica de la Agencia Estatal de Administración 
Tributaria de acuerdo con lo previsto en el artículo 62.6 del 
Reglamento del Impuesto sobre el Valor Añadido, aprobado por 
el Real Decreto 1624/1992, de 29 de diciembre. 

En ambos supuestos la exoneración de presentar la 
Declaración-resumen anual del Impuesto sobre el Valor 
Añadido no procederá en el caso de que no exista obligación 
de presentar la autoliquidación correspondiente al último 
periodo de liquidación del ejercicio. 

4. Los sujetos pasivos excluidos de la obligación de 
presentar la Declaración-resumen anual del Impuesto sobre el 
Valor Añadido deberán cumplimentar el apartado específico 
reservado a los mismos, requerido a estos efectos en el modelo 
de autoliquidación del Impuesto correspondiente al último 
periodo de liquidación del año, en relación, con la información 
sobre el tipo de actividades económicas a las que se refiere su 
declaración, en su caso, sobre el porcentaje de prorrata 
aplicable, sectores diferenciados y porcentajes de tributación a 
varias Administraciones, así como del detalle del volumen total 
de operaciones realizadas en el ejercicio.» 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 



 

ENUNCIADO 2 

 

 

 

 

 

 

 



ONCE 

 

 

 

¿La liquidación ESTÁ EN EJECUTIVA? 

 

Se la Notifican el 13-07-2021 recurre REA 12-08-2021, en plazo, y pide 
suspensión por perjuicios de imposible o difícil reparación. Fin PV del 
art. 62.2 LGT el 20-08-2021, de modo que pide la suspensión en PV. 

 

No es necesario aportar garantía en este tipo de suspensión que pide,  
pero debe probar naturaleza, características y alcance de los perjuicios 
en los que se fundamenta la dispensa total o parcial del deber de 
constituir garantía. 

 

Esa solicitud de suspensión suspenderá cautelarmente el 
procedimiento de recaudación relativo al acto recurrido dado que la 
deuda se encontraba en periodo voluntario en el momento de 
presentarse la solicitud. 
 
 
 
Por tanto, no debió apremiarse esa deuda, debe estimarse el recurso 
y anular la providencia de apremio. Estimación total, anular el acto y 
devolver posibles ingresos (art. 66 RRV) 
 
Lo que se pudo hacer es valorar una medida cautelar del 81.6 LGT 
mientras se tramitaba esa solicitud de suspensión. 
 
 
 
 



LGT 
 

Artículo 167. Iniciación del procedimiento de apremio. 

1. El procedimiento de apremio se iniciará mediante providencia 
notificada al obligado tributario en la que se identificará la deuda 
pendiente, se liquidarán los recargos a los que se refiere el artículo 28 
de esta ley y se le requerirá para que efectúe el pago. 

2. La providencia de apremio será título suficiente para iniciar el 
procedimiento de apremio y tendrá la misma fuerza ejecutiva que la 
sentencia judicial para proceder contra los bienes y derechos de los 
obligados tributarios. 

3. Contra la providencia de apremio sólo serán admisibles los 
siguientes motivos de oposición: 

a) Extinción total de la deuda o prescripción del derecho a exigir el 
pago. 

b) Solicitud de aplazamiento, fraccionamiento o compensación en 
período voluntario y otras causas de suspensión del procedimiento de 
recaudación. 

c) Falta de notificación de la liquidación. 

d) Anulación de la liquidación. 

e) Error u omisión en el contenido de la providencia de apremio que 
impida la identificación del deudor o de la deuda apremiada. 

 
 
LGT 

81.6. Cuando en la tramitación de una solicitud de suspensión con 
otras garantías distintas de las necesarias para obtener la suspensión 
automática, o con dispensa total o parcial de garantías, o basada en la 
existencia de error aritmético, material o de hecho, se observe que 
existen indicios racionales de que el cobro de las deudas cuya 
ejecutividad pretende suspenderse pueda verse frustrado o 
gravemente dificultado, se podrán adoptar medidas cautelares que 
aseguren el cobro de las mismas. 

Dichas medidas serán levantadas de acuerdo con lo dispuesto en el 
apartado siguiente, o cuando así lo acuerde el órgano competente para 
la resolución de la solicitud de suspensión. 

 
RRV 



 

Artículo 39. Supuestos de suspensión. 

1. La mera interposición de una reclamación económico-
administrativa no suspenderá la ejecución del acto impugnado, salvo 
que se haya interpuesto previamente un recurso de reposición en el 
que se haya acordado la suspensión con aportación de garantías cuyos 
efectos alcancen a la vía económico-administrativa. 

2. No obstante, a solicitud del interesado se suspenderá la ejecución 
del acto impugnado en los siguientes supuestos: 

a) Cuando se aporte alguna de las garantías previstas en el artículo 
233.2 y 3 de la Ley 58/2003, de 17 de diciembre, General Tributaria, 
en los términos previstos en los artículos 43, 44 y 45 de este 
reglamento. 

b) Con dispensa total o parcial de garantías, cuando el tribunal que 
conozca de la reclamación contra el acto considere que la ejecución 
pudiera causar perjuicios de imposible o difícil reparación, en los 
términos previstos en los artículos 46 y 47. 

c) Sin necesidad de aportar garantía, cuando el tribunal que haya 
de resolver la reclamación aprecie que al dictarlo se ha podido incurrir 
en un error aritmético, material o de hecho. 

d) Cuando se trate de actos que no tengan por objeto una deuda 
tributaria o una cantidad líquida, si el tribunal que conoce de la 
reclamación contra el acto considera que la ejecución pudiera causar 
perjuicios de imposible o difícil reparación. 

3. Tratándose de sanciones que hayan sido objeto de reclamación 
por los interesados, su ejecución quedará automáticamente 
suspendida en periodo voluntario sin necesidad de aportar garantías 
hasta que sean firmes en vía administrativa. No se suspenderán con 
arreglo a este apartado las responsabilidades por el pago de sanciones 
tributarias previstas en el artículo 42.2 de la Ley 58/2003, de 17 de 
diciembre, General Tributaria. 

La suspensión no afectará a las actuaciones de recaudación que se 
hubieran producido hasta ese momento. 

4. Los casos de suspensión regulados en una norma específica se 
regirán por lo dispuesto en ella sin que quepa intervención alguna del 
tribunal sobre la decisión. 

 



Artículo 46. Suspensión por el tribunal económico-
administrativo. 

1. El tribunal económico-administrativo que conozca de la 
reclamación contra el acto cuya suspensión se solicita será competente 
para tramitar y resolver las peticiones de suspensión con dispensa total 
o parcial de garantías que se fundamenten en perjuicios de difícil o 
imposible reparación, tanto para los supuestos de deuda tributaria o 
cantidad líquida como en aquellos otros supuestos de actos que no 
tengan por objeto una deuda tributaria o cantidad líquida. 

También será competente para tramitar y resolver la petición de 
suspensión que se fundamente en error aritmético, material o de 
hecho. 

2. Si la deuda se encontrara en periodo voluntario en el momento 
de formular la solicitud de suspensión, la presentación de esta última 
basada en que la ejecución del acto podría causar perjuicios de 
imposible o difícil reparación o en la existencia de error material, 
aritmético o de hecho, incorporando la documentación a que se 
refieren, según el caso de que se trate, los párrafos c) y d) del artículo 
40.2, suspenderá cautelarmente el procedimiento de recaudación 
mientras el tribunal económico-administrativo decida sobre la admisión 
o no a trámite de la solicitud de suspensión. 

Si la deuda se encontrara en periodo ejecutivo, la solicitud de 
suspensión no impedirá la continuación de las actuaciones de la 
Administración, sin perjuicio de que proceda la anulación de las 
efectuadas con posterioridad a la fecha de la solicitud si finalmente 
llegase a producirse la admisión a trámite. 

3. Examinada la solicitud, se procederá, en su caso, a la subsanación 
prevista en el artículo 2.2. 

Cuando el requerimiento de subsanación haya sido objeto de 
contestación en plazo por el interesado pero no se entiendan 
subsanados los defectos observados, se inadmitirá a trámite la solicitud 
de suspensión con las consecuencias previstas en el apartado 
siguiente. 

4. Subsanados los defectos o cuando el trámite de subsanación no 
haya sido necesario, el tribunal económico-administrativo decidirá 
sobre la admisión a trámite de la solicitud, y la inadmitirá cuando no 
pueda deducirse de la documentación incorporada al expediente la 
existencia de indicios de los perjuicios de difícil o imposible reparación 
o la existencia de error aritmético, material o de hecho. 

La admisión a trámite producirá efectos suspensivos desde la 
presentación de la solicitud y será notificada al interesado y al órgano 
de recaudación competente. 



La inadmisión a trámite supondrá que la solicitud de suspensión se 
tiene por no presentada a todos los efectos. Dicho acuerdo deberá 
notificarse al interesado y comunicarse al órgano de recaudación 
competente con indicación de la fecha de notificación al interesado. 

El acuerdo de inadmisión a trámite no podrá recurrirse en vía 
administrativa. 

Artículo 47. Tramitación y resolución por el tribunal económico-
administrativo de la solicitud de suspensión. 

1. Admitida a trámite la solicitud de suspensión, el tribunal 
económico-administrativo podrá solicitar al órgano que fuese 
competente para la recaudación del acto reclamado un informe sobre 
la suficiencia jurídica y económica de las garantías ofrecidas, así como 
sobre la existencia de otros bienes susceptibles de ser prestados como 
garantía, especialmente en los supuestos de solicitud de suspensión 
con dispensa total de garantías. El órgano competente deberá 
pronunciarse expresamente sobre la suficiencia de los bienes ofrecidos 
y sobre la existencia de otros bienes susceptibles de ser prestados en 
garantía, tanto en los supuestos de dispensa total como parcial, y 
específicamente sobre la existencia de medidas cautelares adoptadas 
en relación con el acto objeto de impugnación cuya ejecución se 
pretende suspender. 

2. El tribunal deberá dictar una resolución expresa que otorgue o 
deniegue la suspensión. En los supuestos de suspensión con dispensa 
parcial, el acuerdo especificará las garantías que deben constituirse. 

Estos acuerdos se notificarán al interesado y al órgano de 
recaudación competente. 

3. Contra la denegación podrá interponerse el correspondiente 
recurso contencioso-administrativo. 

4. Cuando se otorgue la suspensión con garantía parcial, esta 
deberá ser constituida ante el órgano competente para la recaudación 
del acto, que procederá, en su caso, a la aceptación, y se aplicará lo 
dispuesto en el artículo 45. 

 
 
DOCE 
 

 
 



 
La inadmisión a trámite supondrá que la solicitud de suspensión se 
tiene por no presentada a todos los efectos. Dicho acuerdo deberá 
notificarse al interesado y comunicarse al órgano de recaudación 
competente con indicación de la fecha de notificación al interesado 
 
RRV (RD 520/2005) 

Artículo 46. Suspensión por el tribunal económico-
administrativo. 

1. El tribunal económico-administrativo que conozca de la 
reclamación contra el acto cuya suspensión se solicita será competente 
para tramitar y resolver las peticiones de suspensión con dispensa total 
o parcial de garantías que se fundamenten en perjuicios de difícil o 
imposible reparación, tanto para los supuestos de deuda tributaria o 
cantidad líquida como en aquellos otros supuestos de actos que no 
tengan por objeto una deuda tributaria o cantidad líquida. 

También será competente para tramitar y resolver la petición de 
suspensión que se fundamente en error aritmético, material o de 
hecho. 

2. Si la deuda se encontrara en periodo voluntario en el momento 
de formular la solicitud de suspensión, la presentación de esta última 
basada en que la ejecución del acto podría causar perjuicios de 
imposible o difícil reparación o en la existencia de error material, 
aritmético o de hecho, incorporando la documentación a que se 
refieren, según el caso de que se trate, los párrafos c) y d) del artículo 
40.2, suspenderá cautelarmente el procedimiento de recaudación 
mientras el tribunal económico-administrativo decida sobre la admisión 
o no a trámite de la solicitud de suspensión. 

Si la deuda se encontrara en periodo ejecutivo, la solicitud de 
suspensión no impedirá la continuación de las actuaciones de la 
Administración, sin perjuicio de que proceda la anulación de las 
efectuadas con posterioridad a la fecha de la solicitud si finalmente 
llegase a producirse la admisión a trámite. 

3. Examinada la solicitud, se procederá, en su caso, a la subsanación 
prevista en el artículo 2.2. 

Cuando el requerimiento de subsanación haya sido objeto de 
contestación en plazo por el interesado pero no se entiendan 
subsanados los defectos observados, se inadmitirá a trámite la solicitud 
de suspensión con las consecuencias previstas en el apartado 
siguiente. 

4. Subsanados los defectos o cuando el trámite de subsanación no 
haya sido necesario, el tribunal económico-administrativo decidirá 



sobre la admisión a trámite de la solicitud, y la inadmitirá cuando no 
pueda deducirse de la documentación incorporada al expediente la 
existencia de indicios de los perjuicios de difícil o imposible reparación 
o la existencia de error aritmético, material o de hecho. 

La admisión a trámite producirá efectos suspensivos desde la 
presentación de la solicitud y será notificada al interesado y al órgano 
de recaudación competente. 

La inadmisión a trámite supondrá que la solicitud de suspensión se 
tiene por no presentada a todos los efectos. Dicho acuerdo deberá 
notificarse al interesado y comunicarse al órgano de recaudación 
competente con indicación de la fecha de notificación al interesado. 

El acuerdo de inadmisión a trámite no podrá recurrirse en vía 
administrativa. 

 
 
TRECE 
 

 
 
 

El acuerdo de inadmisión a trámite no podrá recurrirse en vía 
administrativa. 

 
 
RRV (RD 520/2005) 
 

Artículo 46. Suspensión por el tribunal económico-
administrativo. 

1. El tribunal económico-administrativo que conozca de la 
reclamación contra el acto cuya suspensión se solicita será competente 
para tramitar y resolver las peticiones de suspensión con dispensa total 
o parcial de garantías que se fundamenten en perjuicios de difícil o 
imposible reparación, tanto para los supuestos de deuda tributaria o 
cantidad líquida como en aquellos otros supuestos de actos que no 
tengan por objeto una deuda tributaria o cantidad líquida. 

También será competente para tramitar y resolver la petición de 
suspensión que se fundamente en error aritmético, material o de 
hecho. 



2. Si la deuda se encontrara en periodo voluntario en el momento 
de formular la solicitud de suspensión, la presentación de esta última 
basada en que la ejecución del acto podría causar perjuicios de 
imposible o difícil reparación o en la existencia de error material, 
aritmético o de hecho, incorporando la documentación a que se 
refieren, según el caso de que se trate, los párrafos c) y d) del artículo 
40.2, suspenderá cautelarmente el procedimiento de recaudación 
mientras el tribunal económico-administrativo decida sobre la admisión 
o no a trámite de la solicitud de suspensión. 

Si la deuda se encontrara en periodo ejecutivo, la solicitud de 
suspensión no impedirá la continuación de las actuaciones de la 
Administración, sin perjuicio de que proceda la anulación de las 
efectuadas con posterioridad a la fecha de la solicitud si finalmente 
llegase a producirse la admisión a trámite. 

3. Examinada la solicitud, se procederá, en su caso, a la subsanación 
prevista en el artículo 2.2. 

Cuando el requerimiento de subsanación haya sido objeto de 
contestación en plazo por el interesado pero no se entiendan 
subsanados los defectos observados, se inadmitirá a trámite la solicitud 
de suspensión con las consecuencias previstas en el apartado 
siguiente. 

4. Subsanados los defectos o cuando el trámite de subsanación no 
haya sido necesario, el tribunal económico-administrativo decidirá 
sobre la admisión a trámite de la solicitud, y la inadmitirá cuando no 
pueda deducirse de la documentación incorporada al expediente la 
existencia de indicios de los perjuicios de difícil o imposible reparación 
o la existencia de error aritmético, material o de hecho. 

La admisión a trámite producirá efectos suspensivos desde la 
presentación de la solicitud y será notificada al interesado y al órgano 
de recaudación competente. 

La inadmisión a trámite supondrá que la solicitud de suspensión se 
tiene por no presentada a todos los efectos. Dicho acuerdo deberá 
notificarse al interesado y comunicarse al órgano de recaudación 
competente con indicación de la fecha de notificación al interesado. 

El acuerdo de inadmisión a trámite no podrá recurrirse en vía 
administrativa. 

 
 
 
 
 
 
 



CATORCE 
 
 

 
 
Admitida a trámite la solicitud de suspensión, el tribunal económico-
administrativo podrá solicitar al órgano que fuese competente para la 
recaudación del acto reclamado un informe sobre la suficiencia jurídica 
y económica de las garantías ofrecidas, así como sobre la existencia de 
otros bienes susceptibles de ser prestados como garantía, 
especialmente en los supuestos de solicitud de suspensión con 
dispensa total de garantías. 
 
RRV 
 

Artículo 47. Tramitación y resolución por el tribunal económico-
administrativo de la solicitud de suspensión. 

1. Admitida a trámite la solicitud de suspensión, el tribunal 
económico-administrativo podrá solicitar al órgano que fuese 
competente para la recaudación del acto reclamado un informe sobre 
la suficiencia jurídica y económica de las garantías ofrecidas, así como 
sobre la existencia de otros bienes susceptibles de ser prestados como 
garantía, especialmente en los supuestos de solicitud de suspensión 
con dispensa total de garantías. El órgano competente deberá 
pronunciarse expresamente sobre la suficiencia de los bienes ofrecidos 
y sobre la existencia de otros bienes susceptibles de ser prestados en 
garantía, tanto en los supuestos de dispensa total como parcial, y 
específicamente sobre la existencia de medidas cautelares adoptadas 
en relación con el acto objeto de impugnación cuya ejecución se 
pretende suspender. 

 
 
QUINCE 
 

 
 



DESESTIMAR, pues la deuda no está suspendida, ya que la solicitud 
de suspensión que no esté vinculada a una reclamación económico-
administrativa anterior o simultánea a dicha solicitud carecerá de 
eficacia, sin necesidad de un acuerdo expreso de inadmisión. 

 
RR 
 
LGT 
 

Artículo 167. Iniciación del procedimiento de apremio. 

1. El procedimiento de apremio se iniciará mediante providencia 
notificada al obligado tributario en la que se identificará la deuda 
pendiente, se liquidarán los recargos a los que se refiere el artículo 28 
de esta ley y se le requerirá para que efectúe el pago. 

2. La providencia de apremio será título suficiente para iniciar el 
procedimiento de apremio y tendrá la misma fuerza ejecutiva que la 
sentencia judicial para proceder contra los bienes y derechos de los 
obligados tributarios. 

3. Contra la providencia de apremio sólo serán admisibles los 
siguientes motivos de oposición: 

a) Extinción total de la deuda o prescripción del derecho a exigir el 
pago. 

b) Solicitud de aplazamiento, fraccionamiento o compensación en 
período voluntario y otras causas de suspensión del procedimiento de 
recaudación. 

c) Falta de notificación de la liquidación. 

d) Anulación de la liquidación. 

e) Error u omisión en el contenido de la providencia de apremio que 
impida la identificación del deudor o de la deuda apremiada. 

4. Si el obligado tributario no efectuara el pago dentro del plazo al 
que se refiere el apartado 5 del artículo 62 de esta ley, se procederá al 
embargo de sus bienes, advirtiéndose así en la providencia de apremio. 

 
 
 
 
 
 



RRV 
 

Artículo 40. Solicitud de suspensión. 

1. Cuando no se hubiera acordado la suspensión en el recurso de 
reposición con efectos en la vía económico-administrativa o este no 
hubiera sido interpuesto, la suspensión podrá solicitarse al interponer 
la reclamación económico-administrativa o en un momento posterior 
ante el órgano que dictó el acto objeto de la reclamación, que la 
remitirá al órgano competente para resolver dicha solicitud. 

En el caso de que la suspensión sea solicitada en los supuestos 
regulados en el artículo 46, se deberá remitir una copia de la solicitud 
al órgano competente de recaudación a los efectos de la suspensión 
cautelar regulada en dicho artículo. 

La solicitud de suspensión que no esté vinculada a una reclamación 
económico-administrativa anterior o simultánea a dicha solicitud 
carecerá de eficacia, sin necesidad de un acuerdo expreso de 
inadmisión. 

 
 
DIECISEIS 
 
 

 
 
NO alega UN MOTIVO DEL 167.3 LGT: INADMITIR 
 
Los órganos de inspección sí pueden hacer actuaciones de 
comprobación limitada, como señala el art. 141.h LGT 
 
 
LGT 
 
 

Artículo 167. Iniciación del procedimiento de apremio. 

1. El procedimiento de apremio se iniciará mediante providencia 
notificada al obligado tributario en la que se identificará la deuda 



pendiente, se liquidarán los recargos a los que se refiere el artículo 28 
de esta ley y se le requerirá para que efectúe el pago. 

2. La providencia de apremio será título suficiente para iniciar el 
procedimiento de apremio y tendrá la misma fuerza ejecutiva que la 
sentencia judicial para proceder contra los bienes y derechos de los 
obligados tributarios. 

3. Contra la providencia de apremio sólo serán admisibles los 
siguientes motivos de oposición: 

a) Extinción total de la deuda o prescripción del derecho a exigir el 
pago. 

b) Solicitud de aplazamiento, fraccionamiento o compensación en 
período voluntario y otras causas de suspensión del procedimiento de 
recaudación. 

c) Falta de notificación de la liquidación. 

d) Anulación de la liquidación. 

e) Error u omisión en el contenido de la providencia de apremio que 
impida la identificación del deudor o de la deuda apremiada. 

 
LEY 39/2015 
 

Artículo 116. Causas de inadmisión. 

Serán causas de inadmisión las siguientes: 

a) Ser incompetente el órgano administrativo, cuando el 
competente perteneciera a otra Administración Pública. El recurso 
deberá remitirse al órgano competente, de acuerdo con lo establecido 
en el artículo 14.1 de la Ley de Régimen Jurídico del Sector Público. 

b) Carecer de legitimación el recurrente. 

c) Tratarse de un acto no susceptible de recurso. 

d) Haber transcurrido el plazo para la interposición del recurso. 

e) Carecer el recurso manifiestamente de fundamento. 

Artículo 141. La inspección tributaria. 

La inspección tributaria consiste en el ejercicio de las funciones 
administrativas dirigidas a: 



a) La investigación de los supuestos de hecho de las obligaciones 
tributarias para el descubrimiento de los que sean ignorados por la 
Administración. 

b) La comprobación de la veracidad y exactitud de las declaraciones 
presentadas por los obligados tributarios. 

c) La realización de actuaciones de obtención de información 
relacionadas con la aplicación de los tributos, de acuerdo con lo 
establecido en los artículos 93 y 94 de esta ley. 

d) La comprobación del valor de derechos, rentas, productos, 
bienes, patrimonios, empresas y demás elementos, cuando sea 
necesaria para la determinación de las obligaciones tributarias, siendo 
de aplicación lo dispuesto en los artículos 134 y 135 de esta ley. 

e) La comprobación del cumplimiento de los requisitos exigidos para 
la obtención de beneficios o incentivos fiscales y devoluciones 
tributarias, así como para la aplicación de regímenes tributarios 
especiales. 

f) La información a los obligados tributarios con motivo de las 
actuaciones inspectoras sobre sus derechos y obligaciones tributarias 
y la forma en que deben cumplir estas últimas. 

g) La práctica de las liquidaciones tributarias resultantes de sus 
actuaciones de comprobación e investigación. 

h) La realización de actuaciones de comprobación limitada, 
conforme a lo establecido en los artículos 136 a 140 de esta ley. 

i) El asesoramiento e informe a órganos de la Administración 
pública. 

j) La realización de las intervenciones tributarias de carácter 
permanente o no permanente, que se regirán por lo dispuesto en su 
normativa específica y, en defecto de regulación expresa, por las 
normas de este capítulo con exclusión del artículo 149. 

k) Las demás que se establezcan en otras disposiciones o se le 
encomienden por las autoridades competentes. 

 
 
 
 
 
 
 
 
 
 



 
DIECISIETE 
 
 

 
 
42.1.A LGT CONTRA COLABORADOR EN la comisión de la infracción 
(responderá de la deuda y de la sanción) 
 
O 43.1.A LGT contra el administrador, si no hizo los actos de su 
incumbencia, TRAS FALLIDO deudor principal y posibles responsables 
solidarios (responderá de la deuda y de la sanción) 
 
 
 
 
DIECIOCHO 
 
 

 
 
 
Si la empresa ha cesado (se desconoce) ir contra el administrador vía 
responsable subsidiario del 43.1.B LGT. 
 
Si hubiera un SUCESOR (se desconoce) valorar solidario del  42.1.C 
LGT. 
 
VER RESTO AUTOLIQUIDACIONES del año para valorar si se cumplen 
las condiciones para ir contra el administrador vía 43.2 LGT. 
 
Valorar posible 43.1.g) contra socio/s que tengan/n control efectivo de 
la empresa. 
 
 
 



 
 
 
 
DIECINUEVE 
 

 
 
 

- Primero, posible acuerdo con el deudor (169.4 LGT). 
 

- segundo, criterio del 169.2 de mayor facilidad de su enajenación 
y la menor onerosidad de ésta para el obligado.  
 

- En último caso, orden de embargo del 169.2 LGT 
 

Artículo 169. Práctica del embargo de bienes y derechos. 

1. Con respeto siempre al principio de proporcionalidad, se 
procederá al embargo de los bienes y derechos del obligado tributario 
en cuantía suficiente para cubrir: 

a) El importe de la deuda no ingresada. 

b) Los intereses que se hayan devengado o se devenguen hasta la 
fecha del ingreso en el Tesoro. 

c) Los recargos del período ejecutivo. 

d) Las costas del procedimiento de apremio. 

2. Si la Administración y el obligado tributario no hubieran acordado 
otro orden diferente en virtud de lo dispuesto en el apartado 4 de este 
artículo, se embargarán los bienes del obligado teniendo en cuenta la 
mayor facilidad de su enajenación y la menor onerosidad de ésta para 
el obligado. 

Si los criterios establecidos en el párrafo anterior fueran de 
imposible o muy difícil aplicación, los bienes se embargarán por el 
siguiente orden: 

a) Dinero efectivo o en cuentas abiertas en entidades de crédito. 



b) Créditos, efectos, valores y derechos realizables en el acto o a 
corto plazo. 

c) Sueldos, salarios y pensiones. 

d) Bienes inmuebles. 

e) Intereses, rentas y frutos de toda especie. 

f) Establecimientos mercantiles o industriales. 

g) Metales preciosos, piedras finas, joyería, orfebrería y 
antigüedades. 

h) Bienes muebles y semovientes. 

i) Créditos, efectos, valores y derechos realizables a largo plazo. 

3. A efectos de embargo se entiende que un crédito, efecto, valor o 
derecho es realizable a corto plazo cuando, en circunstancias normales 
y a juicio del órgano de recaudación, pueda ser realizado en un plazo 
no superior a seis meses. Los demás se entienden realizables a largo 
plazo. 

4. Siguiendo el orden establecido según los criterios del apartado 2 
de este artículo, se embargarán sucesivamente los bienes o derechos 
conocidos en ese momento por la Administración tributaria hasta que 
se presuma cubierta la deuda. En todo caso, se embargarán en último 
lugar aquéllos para cuya traba sea necesaria la entrada en el domicilio 
del obligado tributario. 

A solicitud del obligado tributario se podrá alterar el orden de 
embargo si los bienes que señale garantizan el cobro de la deuda con 
la misma eficacia y prontitud que los que preferentemente deban ser 
trabados y no se causa con ello perjuicio a terceros. 

5. No se embargarán los bienes o derechos declarados 
inembargables por las leyes ni aquellos otros respecto de los que se 
presuma que el coste de su realización pudiera exceder del importe 
que normalmente podría obtenerse en su enajenación. 

 
 
VEINTE 
 

 
 



Es posible, al amparo del 162 LGT, que otorga a los funcionarios de 
recaudación las facultades que el art. 142 LGT da a los órganos de 
inspección, entre la cuales está la de entrar, en las condiciones que 
reglamentariamente se determinen, en las fincas, locales de negocio y 
demás establecimientos o lugares en que se desarrollen actividades o 
explotaciones sometidas a gravamen, existan bienes sujetos a 
tributación, se produzcan hechos imponibles o supuestos de hecho de 
las obligaciones tributarias o exista alguna prueba de los mismos. 

 

Ojo si es su domicilio protegido constitucionalmente, hará falta su 
consentimiento u orden judicial (juzgado contenciosos administrativo) 
(art. 113 LGT) 

 
OJO 169.4 LGT 
 

En todo caso, se embargarán en último lugar aquéllos para cuya 
traba sea necesaria la entrada en el domicilio del obligado tributario. 

 
 

Artículo 162. Facultades de la recaudación tributaria. 

1. Para asegurar o efectuar el cobro de la deuda tributaria, los 
funcionarios que desarrollen funciones de recaudación podrán 
comprobar e investigar la existencia y situación de los bienes o 
derechos de los obligados tributarios, tendrán las facultades que se 
reconocen a la Administración tributaria en el artículo 142 de esta ley, 
con los requisitos allí establecidos, y podrán adoptar medidas 
cautelares en los términos previstos en el artículo 146 de esta ley. 

Todo obligado tributario deberá poner en conocimiento de la 
Administración, cuando ésta así lo requiera, una relación de bienes y 
derechos integrantes de su patrimonio en cuantía suficiente para cubrir 
el importe de la deuda tributaria, de acuerdo con lo previsto en el 
apartado 2 del artículo 169 de esta ley. 

2. Los funcionarios que desempeñen funciones de recaudación 
desarrollarán las actuaciones materiales que sean necesarias en el 
curso del procedimiento de apremio. Los obligados tributarios deberán 
atenderles en sus actuaciones y les prestarán la debida colaboración 
en el desarrollo de sus funciones. 

Si el obligado tributario no cumpliera las resoluciones o 
requerimientos que al efecto se hubiesen dictado, se podrá acordar, 
previo apercibimiento, la ejecución subsidiaria de dichas resoluciones 
o requerimientos, mediante acuerdo del órgano competente. 



Artículo 142. Facultades de la inspección de los tributos. 

1. Las actuaciones inspectoras se realizarán mediante el examen de 
documentos, libros, contabilidad principal y auxiliar, ficheros, facturas, 
justificantes, correspondencia con transcendencia tributaria, bases de 
datos informatizadas, programas, registros y archivos informáticos 
relativos a actividades económicas, así como mediante la inspección de 
bienes, elementos, explotaciones y cualquier otro antecedente o 
información que deba de facilitarse a la Administración o que sea 
necesario para la exigencia de las obligaciones tributarias. 

2. Cuando las actuaciones inspectoras lo requieran, los funcionarios 
que desarrollen funciones de inspección de los tributos podrán entrar, 
en las condiciones que reglamentariamente se determinen, en las 
fincas, locales de negocio y demás establecimientos o lugares en que 
se desarrollen actividades o explotaciones sometidas a gravamen, 
existan bienes sujetos a tributación, se produzcan hechos imponibles 
o supuestos de hecho de las obligaciones tributarias o exista alguna 
prueba de los mismos. 

Para el acceso a los lugares mencionados en el párrafo anterior de 
los funcionarios de la inspección de los tributos, se precisará de un 
acuerdo de entrada de la autoridad administrativa que 
reglamentariamente se determine, salvo que el obligado tributario o la 
persona bajo cuya custodia se encontraren otorguen su consentimiento 
para ello. 

Cuando para el ejercicio de las actuaciones inspectoras sea 
necesario entrar en el domicilio constitucionalmente protegido del 
obligado tributario, se aplicará lo dispuesto en el artículo 113 de esta 
Ley. La solicitud de autorización judicial requerirá incorporar el acuerdo 
de entrada a que se refiere el mencionado artículo, suscrito por la 
autoridad administrativa que reglamentariamente se determine. 

 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 



 
ENUNCIADO TERCERO 
 

 



 
 
VEINTIUNO 
 

 
 

a) Se inicia el 12/03/2020 pues alguien que está presente en su 
domicilio fiscal, se identifica, recoge (y se supone que es mayor 
de 14 años) Tengamos en cuenta que ES EL DOMICILIO FISCAL 
según el enunciado. 

 
b) Sería un INTENTO, no un rechazo porque no es el contribuyente 

ni su representante. Habría que hacer otro intento en los tres 
días siguientes respetando las horas que marca la LEY 39/2015. 

Artículo 150. Plazo de las actuaciones inspectoras. 

1. Las actuaciones del procedimiento de inspección deberán concluir 
en el plazo de: 

a) 18 meses, con carácter general. 

b) 27 meses, cuando concurra alguna de las siguientes 
circunstancias en cualquiera de las obligaciones tributarias o periodos 
objeto de comprobación: 

1.º Que la Cifra Anual de Negocios del obligado tributario sea igual 
o superior al requerido para auditar sus cuentas. 

2.º Que el obligado tributario esté integrado en un grupo sometido 
al régimen de consolidación fiscal o al régimen especial de grupo de 
entidades que esté siendo objeto de comprobación inspectora. 

Cuando se realicen actuaciones inspectoras con diversas personas 
o entidades vinculadas de acuerdo con lo establecido en el artículo 18 
de la Ley 27/2014, de 27 de noviembre, del Impuesto sobre 
Sociedades, la concurrencia de las circunstancias previstas en esta 



letra en cualquiera de ellos determinará la aplicación de este plazo a 
los procedimientos de inspección seguidos con todos ellos. 

El plazo de duración del procedimiento al que se refiere este 
apartado podrá extenderse en los términos señalados en los 
apartados 4 y 5. 

2. El plazo del procedimiento inspector se contará desde la fecha de 
notificación al obligado tributario de su inicio hasta que se notifique o 
se entienda notificado el acto administrativo resultante del mismo. A 
efectos de entender cumplida la obligación de notificar y de computar 
el plazo de resolución será suficiente acreditar que se ha realizado un 
intento de notificación que contenga el texto íntegro de la resolución. 

Artículo 111. Personas legitimadas para recibir las 
notificaciones. 

1. Cuando la notificación se practique en el lugar señalado al efecto 
por el obligado tributario o por su representante, o en el domicilio fiscal 
de uno u otro, de no hallarse presentes en el momento de la entrega, 
podrá hacerse cargo de la misma cualquier persona que se encuentre 
en dicho lugar o domicilio y haga constar su identidad, así como los 
empleados de la comunidad de vecinos o de propietarios donde radique 
el lugar señalado a efectos de notificaciones o el domicilio fiscal del 
obligado o su representante. 

2. El rechazo de la notificación realizado por el interesado o su 
representante implicará que se tenga por efectuada la misma. 

 
 
VENTIDOS 
 

 
 
En vía tributaria, a diferencia de la LEY 39/2015, no es un modo de 
inicio. Se podrán iniciar las actuaciones que procedan si existen indicios 
suficientes de veracidad en los hechos imputados y éstos son 
desconocidos para la Administración tributaria. En este caso, la 
denuncia no formará parte del expediente administrativo 

Artículo 114. Denuncia pública. 

1. Mediante la denuncia pública se podrán poner en conocimiento 
de la Administración tributaria hechos o situaciones que puedan ser 
constitutivos de infracciones tributarias o tener trascendencia para la 



aplicación de los tributos. La denuncia pública es independiente del 
deber de colaborar con la Administración tributaria regulado en los 
artículos 93 y 94 de esta ley. 

2. Recibida una denuncia, se remitirá al órgano competente para 
realizar las actuaciones que pudieran proceder. Este órgano podrá 
acordar el archivo de la denuncia cuando se considere infundada o 
cuando no se concreten o identifiquen suficientemente los hechos o las 
personas denunciadas. 

Se podrán iniciar las actuaciones que procedan si existen indicios 
suficientes de veracidad en los hechos imputados y éstos son 
desconocidos para la Administración tributaria. En este caso, la 
denuncia no formará parte del expediente administrativo. 

3. No se considerará al denunciante interesado en las actuaciones 
administrativas que se inicien como consecuencia de la denuncia ni se 
le informará del resultado de las mismas. Tampoco estará legitimado 
para la interposición de recursos o reclamaciones en relación con los 
resultados de dichas actuaciones. 

Artículo 7. Fuentes del ordenamiento tributario. 

1. Los tributos se regirán: 

a) Por la Constitución. 

b) Por los tratados o convenios internacionales que contengan 
cláusulas de naturaleza tributaria y, en particular, por los convenios 
para evitar la doble imposición, en los términos previstos en el artículo 
96 de la Constitución. 

c) Por las normas que dicte la Unión Europea y otros organismos 
internacionales o supranacionales a los que se atribuya el ejercicio de 
competencias en materia tributaria de conformidad con el artículo 93 
de la Constitución. 

d) Por esta ley, por las leyes reguladoras de cada tributo y por las 
demás leyes que contengan disposiciones en materia tributaria. 

e) Por las disposiciones reglamentarias dictadas en desarrollo de las 
normas anteriores y, específicamente en el ámbito tributario local, por 
las correspondientes ordenanzas fiscales. 

En el ámbito de competencias del Estado, corresponde al Ministro 
de Hacienda dictar disposiciones de desarrollo en materia tributaria, 
que revestirán la forma de orden ministerial, cuando así lo disponga 
expresamente la ley o reglamento objeto de desarrollo. Dicha orden 
ministerial podrá desarrollar directamente una norma con rango de ley 
cuando así lo establezca expresamente la propia ley. 



2. Tendrán carácter supletorio las disposiciones generales del 
derecho administrativo y los preceptos del derecho común. 

 
LEY 39/2015 
 

Artículo 62. Inicio del procedimiento por denuncia. 

1. Se entiende por denuncia, el acto por el que cualquier persona, 
en cumplimiento o no de una obligación legal, pone en conocimiento 
de un órgano administrativo la existencia de un determinado hecho 
que pudiera justificar la iniciación de oficio de un procedimiento 
administrativo. 

2. Las denuncias deberán expresar la identidad de la persona o 
personas que las presentan y el relato de los hechos que se ponen en 
conocimiento de la Administración. Cuando dichos hechos pudieran 
constituir una infracción administrativa, recogerán la fecha de su 
comisión y, cuando sea posible, la identificación de los presuntos 
responsables. 

3. Cuando la denuncia invocara un perjuicio en el patrimonio de las 
Administraciones Públicas la no iniciación del procedimiento deberá ser 
motivada y se notificará a los denunciantes la decisión de si se ha 
iniciado o no el procedimiento. 

4. Cuando el denunciante haya participado en la comisión de una 
infracción de esta naturaleza y existan otros infractores, el órgano 
competente para resolver el procedimiento deberá eximir al 
denunciante del pago de la multa que le correspondería u otro tipo de 
sanción de carácter no pecuniario, cuando sea el primero en aportar 
elementos de prueba que permitan iniciar el procedimiento o 
comprobar la infracción, siempre y cuando en el momento de aportarse 
aquellos no se disponga de elementos suficientes para ordenar la 
misma y se repare el perjuicio causado. 

Asimismo, el órgano competente para resolver deberá reducir el 
importe del pago de la multa que le correspondería o, en su caso, la 
sanción de carácter no pecuniario, cuando no cumpliéndose alguna de 
las condiciones anteriores, el denunciante facilite elementos de prueba 
que aporten un valor añadido significativo respecto de aquellos de los 
que se disponga. 

En ambos casos será necesario que el denunciante cese en la 
participación de la infracción y no haya destruido elementos de prueba 
relacionados con el objeto de la denuncia. 

5. La presentación de una denuncia no confiere, por sí sola, la 
condición de interesado en el procedimiento. 



 
 
 
VENTITRES 
 

 
 
IRPF 2014 ESTÁ PRESCRITO AL INICIO (ENUNCIADO DICE NO HA  
HABIDO INTERRUPCIONES DE LA PRESCRIPCIÓN)  
 
ACABAR VÍA 189.4 RGGI ESE AÑO 2014. 
 

Artículo 66. Plazos de prescripción. 

Prescribirán a los cuatro años los siguientes derechos: 

a) El derecho de la Administración para determinar la deuda 
tributaria mediante la oportuna liquidación. 

Artículo 67. Cómputo de los plazos de prescripción. 

1. El plazo de prescripción comenzará a contarse en los distintos 
casos a los que se refiere el artículo 66 de esta Ley conforme a las 
siguientes reglas: 

En el caso a), desde el día siguiente a aquel en que finalice el plazo 
reglamentario para presentar la correspondiente declaración o 
autoliquidación. 

En los tributos de cobro periódico por recibo, cuando para 
determinar la deuda tributaria mediante la oportuna liquidación no sea 
necesaria la presentación de declaración o autoliquidación, el plazo de 
prescripción comenzará el día de devengo del tributo. 

 

RGGI 

Artículo 189. Formas de terminación del procedimiento 
inspector. 

1. El procedimiento inspector terminará mediante liquidación del 
órgano competente para liquidar, por el acto de alteración catastral o 
por las demás formas previstas en este artículo. 



2. Las actuaciones que se refieran a la comprobación del Impuesto 
sobre Sociedades de una entidad en régimen de consolidación fiscal o 
del Impuesto sobre el Valor Añadido de una entidad en régimen 
especial del grupo de entidades, que no sea la representante del grupo, 
terminarán conforme a lo dispuesto en el artículo 195 de este 
reglamento y en la normativa reglamentaria reguladora del Impuesto 
sobre el Valor Añadido, respectivamente. 

3. Cuando el objeto del procedimiento inspector sea la 
comprobación e investigación de la aplicación de métodos objetivos de 
tributación y se constate la exclusión de la aplicación de dichos 
métodos por el incumplimiento de los requisitos establecidos en la 
normativa específica, el procedimiento podrá terminar por el inicio de 
un procedimiento de comprobación limitada cuando el órgano que 
estuviese realizando dicha comprobación carezca de competencia para 
su continuación. 

4. Cuando haya prescrito el derecho de la Administración para 
determinar la deuda tributaria, cuando se trate de un supuesto de no 
sujeción, cuando el obligado tributario no esté sujeto a la obligación 
tributaria o cuando por otras circunstancias no proceda la formalización 
de un acta, el procedimiento terminará mediante acuerdo del órgano 
competente para liquidar a propuesta del órgano que hubiese 
desarrollado las actuaciones del procedimiento de inspección, que 
deberá emitir informe en el que constarán los hechos acreditados en el 
expediente y las circunstancias que determinen esta forma de 
terminación del procedimiento. 

 
 
VENTICUATRO 
 

 
 

a) Es una dilación, conforme al 104 RGGI, aunque el procedimiento 
inspector no hay dilaciones (150.2 LGT) sino periodos de 
suspensión o de extensión (esos retrasos pueden llegar a ser una 
extensión de tres o seis meses si se cumplen los requisitos del 
150.5 LGT) 

b) Posible sanción por resistencia 203.6 LGT. 
 
RGGI 
 



 

Artículo 104. Dilaciones por causa no imputable a la 
Administración. 

A efectos de lo dispuesto en el artículo 104.2 de la Ley 58/2003, de 
17 de diciembre, General Tributaria, se considerarán dilaciones en el 
procedimiento por causa no imputable a la Administración tributaria, 
entre otras, las siguientes: 

a) Los retrasos por parte del obligado tributario al que se refiera el 
procedimiento en el cumplimiento de comparecencias o requerimientos 
de aportación de documentos, antecedentes o información con 
trascendencia tributaria formulados por la Administración tributaria. La 
dilación se computará desde el día siguiente al de la fecha fijada para 
la comparecencia o desde el día siguiente al del fin del plazo concedido 
para la atención del requerimiento hasta el íntegro cumplimiento de lo 
solicitado. Los requerimientos de documentos, antecedentes o 
información con trascendencia tributaria que no figuren íntegramente 
cumplimentados no se tendrán por atendidos a efectos de este 
cómputo hasta que se cumplimenten debidamente, lo que se advertirá 
al obligado tributario, salvo que la normativa específica establezca otra 
cosa. 

 
LGT 
 
 

Artículo 150. Plazo de las actuaciones inspectoras. 

1. Las actuaciones del procedimiento de inspección deberán concluir 
en el plazo de: 

a) 18 meses, con carácter general. 

b) 27 meses, cuando concurra alguna de las siguientes 
circunstancias en cualquiera de las obligaciones tributarias o periodos 
objeto de comprobación: 

1.º Que la Cifra Anual de Negocios del obligado tributario sea igual 
o superior al requerido para auditar sus cuentas. 

2.º Que el obligado tributario esté integrado en un grupo sometido 
al régimen de consolidación fiscal o al régimen especial de grupo de 
entidades que esté siendo objeto de comprobación inspectora. 



Cuando se realicen actuaciones inspectoras con diversas personas 
o entidades vinculadas de acuerdo con lo establecido en el artículo 18 
de la Ley 27/2014, de 27 de noviembre, del Impuesto sobre 
Sociedades, la concurrencia de las circunstancias previstas en esta 
letra en cualquiera de ellos determinará la aplicación de este plazo a 
los procedimientos de inspección seguidos con todos ellos. 

El plazo de duración del procedimiento al que se refiere este 
apartado podrá extenderse en los términos señalados en los 
apartados 4 y 5. 

2. El plazo del procedimiento inspector se contará desde la fecha de 
notificación al obligado tributario de su inicio hasta que se notifique o 
se entienda notificado el acto administrativo resultante del mismo. A 
efectos de entender cumplida la obligación de notificar y de computar 
el plazo de resolución será suficiente acreditar que se ha realizado un 
intento de notificación que contenga el texto íntegro de la resolución. 

En la comunicación de inicio del procedimiento inspector se 
informará al obligado tributario del plazo que le resulte aplicable. 

En el caso de que las circunstancias a las que se refiere la letra b) 
del apartado anterior se aprecien durante el desarrollo de las 
actuaciones inspectoras el plazo será de 27 meses, contados desde la 
notificación de la comunicación de inicio, lo que se pondrá en 
conocimiento del obligado tributario. 

El plazo será único para todas las obligaciones tributarias y periodos 
que constituyan el objeto del procedimiento inspector, aunque las 
circunstancias para la determinación del plazo sólo afecten a algunas 
de las obligaciones o periodos incluidos en el mismo, salvo el supuesto 
de desagregación previsto en el apartado 3. 

A efectos del cómputo del plazo del procedimiento inspector no será 
de aplicación lo dispuesto en el apartado 2 del artículo 104 de esta Ley 
respecto de los periodos de interrupción justificada ni de las dilaciones 
en el procedimiento por causa no imputable a la Administración. 

… 
 

5. Cuando durante el desarrollo del procedimiento inspector el 
obligado tributario manifieste que no tiene o no va a aportar la 
información o documentación solicitada o no la aporta íntegramente en 
el plazo concedido en el tercer requerimiento, su aportación posterior 
determinará la extensión del plazo máximo de duración del 
procedimiento inspector por un período de tres meses, siempre que 
dicha aportación se produzca una vez transcurrido al menos nueve 
meses desde su inicio. No obstante, la extensión será de 6 meses 
cuando la aportación se efectúe tras la formalización del acta y 



determine que el órgano competente para liquidar acuerde la práctica 
de actuaciones complementarias. 

Asimismo, el plazo máximo de duración del procedimiento inspector 
se extenderá por un periodo de seis meses cuando tras dejar 
constancia de la apreciación de las circunstancias determinantes de la 
aplicación del método de estimación indirecta, se aporten datos, 
documentos o pruebas relacionados con dichas circunstancias. 

 
 
 
 

Artículo 203. Infracción tributaria por resistencia, obstrucción, 
excusa o negativa a las actuaciones de la Administración 
tributaria. 

1. Constituye infracción tributaria la resistencia, obstrucción, excusa 
o negativa a las actuaciones de la Administración tributaria. 

Se entiende producida esta circunstancia cuando el sujeto infractor, 
debidamente notificado al efecto, haya realizado actuaciones tendentes 
a dilatar, entorpecer o impedir las actuaciones de la Administración 
tributaria en relación con el cumplimiento de sus obligaciones. 

Entre otras, constituyen resistencia, obstrucción, excusa o negativa 
a las actuaciones de la Administración tributaria las siguientes 
conductas: 

a) No facilitar el examen de documentos, informes, antecedentes, 
libros, registros, ficheros, facturas, justificantes y asientos de 
contabilidad principal o auxiliar, programas y archivos informáticos, 
sistemas operativos y de control y cualquier otro dato con 
trascendencia tributaria. 

b) No atender algún requerimiento debidamente notificado. 

c) La incomparecencia, salvo causa justificada, en el lugar y tiempo 
que se hubiera señalado. 

d) Negar o impedir indebidamente la entrada o permanencia en 
fincas o locales a los funcionarios de la Administración tributaria o el 
reconocimiento de locales, máquinas, instalaciones y explotaciones 
relacionados con las obligaciones tributarias. 

e) Las coacciones a los funcionarios de la Administración tributaria. 

2. La infracción prevista en este artículo será grave. 



3. La sanción consistirá en multa pecuniaria fija de 150 euros salvo 
que sea de aplicación lo dispuesto en los apartados siguientes de este 
artículo. 

4. Cuando la resistencia, obstrucción, excusa o negativa a la 
actuación de la Administración tributaria consista en desatender en el 
plazo concedido requerimientos distintos a los previstos en el apartado 
siguiente, la sanción consistirá en multa pecuniaria fija de: 

a) 150 euros, si se ha incumplido por primera vez un requerimiento. 

b) 300 euros, si se ha incumplido por segunda vez el requerimiento. 

c) 600 euros, si se ha incumplido por tercera vez el requerimiento. 

5. Cuando la resistencia, obstrucción, excusa o negativa a la 
actuación de la Administración tributaria se refiera a la aportación o al 
examen de documentos, libros, ficheros, facturas, justificantes y 
asientos de contabilidad principal o auxiliar, programas, sistemas 
operativos y de control o consista en el incumplimiento por personas o 
entidades que realicen actividades económicas del deber de 
comparecer, de facilitar la entrada o permanencia en fincas y locales o 
el reconocimiento de elementos o instalaciones, o del deber de aportar 
datos, informes o antecedentes con trascendencia tributaria de 
acuerdo con lo dispuesto en los artículos 93 y 94 de esta ley, la sanción 
consistirá en: 

a) Multa pecuniaria fija de 300 euros, si no se comparece o no se 
facilita la actuación administrativa o la información exigida en el plazo 
concedido en el primer requerimiento notificado al efecto. 

b) Multa pecuniaria fija de 1.500 euros, si no se comparece o no se 
facilita la actuación administrativa o la información exigida en el plazo 
concedido en el segundo requerimiento notificado al efecto. 

c) Multa pecuniaria proporcional de hasta el dos por ciento de la 
cifra de negocios del sujeto infractor en el año natural anterior a aquél 
en que se produjo la infracción, con un mínimo de 10.000 euros y un 
máximo de 400.000 euros, cuando no se haya comparecido o no se 
haya facilitado la actuación administrativa o la información exigida en 
el plazo concedido en el tercer requerimiento notificado al efecto. Si el 
importe de las operaciones a que se refiere el requerimiento no 
atendido representa un porcentaje superior al 10, 25, 50 ó 75 por 
ciento del importe de las operaciones que debieron declararse, la 
sanción consistirá en multa pecuniaria proporcional del 0,5, uno, 1,5 y 
dos por ciento del importe de la cifra de negocios, respectivamente. 



Si los requerimientos se refieren a la información que deben 
contener las declaraciones exigidas con carácter general en 
cumplimiento de la obligación de suministro de información recogida 
en los artículos 93 y 94 de esta ley, la sanción consistirá en multa 
pecuniaria proporcional de hasta el tres por ciento de la cifra de 
negocios del sujeto infractor en el año natural a aquél en el que se 
produjo la infracción, con un mínimo de 15.000 euros y un máximo de 
600.000 euros. Si el importe de las operaciones a que se refiere el 
requerimiento no atendido representa un porcentaje superior al 10, 25, 
50 ó 75 por ciento del importe de las operaciones que debieron 
declararse, la sanción consistirá en multa pecuniaria proporcional del 
uno, 1,5, dos, y tres por ciento del importe de la cifra de negocios, 
respectivamente. 

En caso de que no se conozca el importe de las operaciones o el 
requerimiento no se refiera a magnitudes monetarias, se impondrá el 
mínimo establecido en los párrafos anteriores. 

No obstante, cuando con anterioridad a la terminación del 
procedimiento sancionador se diese total cumplimiento al 
requerimiento administrativo, la sanción será de 6.000 euros. 

6. En el caso de que el obligado tributario que cometa las 
infracciones a que se refieren las letras a), b), c) y d) del apartado 1 
esté siendo objeto de un procedimiento de inspección, se le sancionará 
de la siguiente forma: 

a) Cuando el incumplimiento lo realicen personas o entidades que 
no desarrollen actividades económicas, se sancionará de la siguiente 
forma: 

1.º Multa pecuniaria fija de 1.000 euros, si no comparece o no se 
facilita la actuación administrativa o la información exigida en el plazo 
concedido en el primer requerimiento notificado al efecto. 

2.º Multa pecuniaria fija de 5.000 euros, si no comparece o no se 
facilita la actuación administrativa o la información exigida en el plazo 
concedido en el segundo requerimiento notificado al efecto. 

3.º Si no comparece o no se facilita la actuación administrativa o la 
información exigida en el plazo concedido en el tercer requerimiento 
notificado al efecto, la sanción consistirá: 

– Si el incumplimiento se refiere a magnitudes monetarias 
conocidas, en multa pecuniaria proporcional de la mitad del importe de 
las operaciones requeridas y no contestadas, con un mínimo de 10.000 
euros y un máximo de 100.000 euros. 



– Si el incumplimiento no se refiere a magnitudes monetarias o no 
se conoce el importe de las operaciones requeridas, en multa 
pecuniaria proporcional del 0,5 por ciento del importe total de la base 
imponible del impuesto personal que grava la renta del sujeto infractor 
que corresponda al último ejercicio cuyo plazo de declaración hubiese 
finalizado en el momento de comisión de la infracción, con un mínimo 
de 10.000 euros y un máximo de 100.000 euros. 

b) Cuando el incumplimiento lo realicen personas o entidades que 
desarrollen actividades económicas, se sancionará de la siguiente 
forma: 

1.º Si la infracción se refiere a la aportación o al examen de libros 
de contabilidad, registros fiscales, ficheros, programas, sistemas 
operativos y de control o consista en el incumplimiento del deber de 
facilitar la entrada o permanencia en fincas y locales o el 
reconocimiento de elementos o instalaciones, consistirá en multa 
pecuniaria proporcional del 2 por ciento de la cifra de negocios 
correspondiente al último ejercicio cuyo plazo de declaración hubiese 
finalizado en el momento de comisión de la infracción, con un mínimo 
de 20.000 euros y un máximo de 600.000 euros. 

2.º Si la infracción se refiere a la falta de aportación de datos, 
informes, antecedentes, documentos, facturas u otros justificantes 
concretos: 

a) Multa pecuniaria fija de 3.000 euros, si no comparece o no se 
facilita la información exigida en el plazo concedido en el primer 
requerimiento notificado al efecto. 

b) Multa pecuniaria fija de 15.000 euros, si no comparece o no se 
facilita la información exigida en el plazo concedido en el segundo 
requerimiento notificado al efecto. 

c) Si no comparece o no se facilita la información exigida en el plazo 
concedido en el tercer requerimiento notificado al efecto, la sanción 
consistirá: 

– Si el incumplimiento se refiere a magnitudes monetarias 
conocidas, en multa pecuniaria proporcional de la mitad del importe de 
las operaciones requeridas y no contestadas, con un mínimo de 20.000 
euros y un máximo de 600.000 euros. 

– Si el incumplimiento no se refiere a magnitudes monetarias o no 
se conociera el importe de las operaciones requeridas, la sanción será 
del 1 por ciento de la cifra de negocios correspondiente al último 
ejercicio cuyo plazo de declaración hubiese finalizado en el momento 



de comisión de la infracción, con un mínimo de 20.000 euros y un 
máximo de 600.000 euros. 

En cualquiera de los casos contemplados en este apartado, si el 
obligado tributario diese total cumplimiento al requerimiento 
administrativo antes de la finalización del procedimiento sancionador 
o, si es anterior, de la finalización del trámite de audiencia del 
procedimiento de inspección, el importe de la sanción será de la mitad 
de las cuantías anteriormente señaladas. 

7. Lo dispuesto en los apartados anteriores será de aplicación 
cuando la resistencia, obstrucción, excusa o negativa se refiera a 
actuaciones en España de funcionarios extranjeros realizadas en el 
marco de la asistencia mutua. 

8. Cuando la resistencia, obstrucción, excusa o negativa se refiera 
al quebrantamiento de las medidas cautelares adoptadas conforme a 
lo dispuesto en los artículos 146, 162 y 210 de esta ley, la sanción 
consistirá en multa pecuniaria proporcional del dos por ciento de la 
cifra de negocios del sujeto infractor en el año natural anterior a aquel 
en el que se produjo la infracción, con un mínimo de 3.000 euros. 

 
 
 
VENTICINCO 
 
 

 
a) La renuncia a la representación no tendrá efectos ante el órgano 

actuante hasta que no se acredite que dicha renuncia se ha 
comunicado de forma fehaciente al representado. Las 
actuaciones tributarias realizadas con el representante del 
obligado tributario se entenderán efectuadas directamente con 
este último 
 

b) Si se produce la revocación del consentimiento del obligado 
tributario para la permanencia en los lugares en los que se estén 
desarrollando las actuaciones, los funcionarios de inspección, 
antes de la finalización de estas, podrán adoptar las medidas 



cautelares reguladas en el artículo 146 de la Ley 58/2003, de 17 
de diciembre, General Tributaria. 

 
 
 
 
 

 
RGGI 
 
111.6 
 
6. La renuncia a la representación no tendrá efectos ante el órgano 
actuante hasta que no se acredite que dicha renuncia se ha comunicado 
de forma fehaciente al representado 
 
 
111.5 
 
5. La revocación de la representación no supondrá la nulidad de las 
actuaciones practicadas con el representante antes de que se haya 
acreditado esta circunstancia al órgano actuante. A partir de dicho 
momento, se considerará que el obligado tributario no comparece ante 
la Administración tributaria ni atiende los requerimientos de esta hasta 
que nombre un nuevo representante o la atienda personalmente 
 
 
112.4 
 
4. Las actuaciones tributarias realizadas con el representante del 
obligado tributario se entenderán efectuadas directamente con este 
último 
 
 
 
LGT 
 

Artículo 146. Medidas cautelares en el procedimiento de 
inspección. 

1. En el procedimiento de inspección se podrán adoptar medidas 
cautelares debidamente motivadas para impedir que desaparezcan, se 
destruyan o alteren las pruebas determinantes de la existencia o 
cumplimiento de obligaciones tributarias o que se niegue 
posteriormente su existencia o exhibición. 



Las medidas podrán consistir, en su caso, en el precinto, depósito o 
incautación de las mercancías o productos sometidos a gravamen, así 
como de libros, registros, documentos, archivos, locales o equipos 
electrónicos de tratamiento de datos que puedan contener la 
información de que se trate. 

2. Las medidas cautelares serán proporcionadas y limitadas 
temporalmente a los fines anteriores sin que puedan adoptarse 
aquellas que puedan producir un perjuicio de difícil o imposible 
reparación. 

3. Las medidas adoptadas deberán ser ratificadas por el órgano 
competente para liquidar en el plazo de 15 días desde su adopción y 
se levantarán si desaparecen las circunstancias que las motivaron. 

 
 
RGGI 
 

Artículo 172. Entrada y reconocimiento de fincas. 

1. Los funcionarios y demás personal al servicio de la Administración 
tributaria que desarrollen actuaciones inspectoras tienen la facultad de 
entrada y reconocimiento de los lugares a que se refiere el artículo 
142.2 de la Ley 58/2003, de 17 de diciembre, General Tributaria, 
cuando aquellas así lo requieran. 

2. En el ámbito de la Agencia Estatal de Administración Tributaria, 
cuando el obligado tributario o la persona bajo cuya custodia se 
encontraran los mencionados lugares se opusiera a la entrada de los 
funcionarios de inspección, se precisará autorización escrita del 
delegado o del director de departamento del que dependa el órgano 
actuante, sin perjuicio de la adopción de las medidas cautelares que 
procedan. 

En el ámbito de la Dirección General del Catastro la autorización a 
que se refiere el párrafo anterior corresponderá al Director General. 

3. Cuando la entrada o reconocimiento afecte al domicilio 
constitucionalmente protegido de un obligado tributario, se precisará 
el consentimiento del interesado o autorización judicial. 

4. En la entrada y reconocimiento judicialmente autorizados, los 
funcionarios de inspección podrán adoptar las medidas cautelares que 
estimen necesarias. 

Una vez finalizada la entrada y reconocimiento, se comunicará al 
órgano jurisdiccional que las autorizaron las circunstancias, incidencias 
y resultados. 



5. A efectos de lo dispuesto en este artículo, y sin perjuicio de lo 
dispuesto en el apartado 3 anterior, se considerará que el obligado 
tributario o la persona bajo cuya custodia se encuentren los lugares a 
que se refiere el artículo 142.2 de la Ley 58/2003, de 17 de diciembre, 
General Tributaria, prestan su conformidad a la entrada y 
reconocimiento cuando ejecuten los actos normalmente necesarios que 
dependan de ellos para que las actuaciones puedan llevarse a cabo. 

Si se produce la revocación del consentimiento del obligado 
tributario para la permanencia en los lugares en los que se estén 
desarrollando las actuaciones, los funcionarios de inspección, antes de 
la finalización de estas, podrán adoptar las medidas cautelares 
reguladas en el artículo 146 de la Ley 58/2003, de 17 de diciembre, 
General Tributaria. 

 
VENTISEIS 
 

 
 
 

a) ENTENDEMOS que se refiere al 12 DE ENERO 
 
El TRASLADO no tiene incidencia (la posible suspensión del 150.3 LGT 
por fuerza mayor hay que interpretarla de forma muy restrictiva, no 
procede aplicarla a este supuesto) 
 
Los días de no actuación son una  EXTENSION de 30 días del 150.4 
LGT (se cumplen todos los requisitos para concederlos y no consta su 
denegación) 
 

b) Para que la solicitud formulada pueda otorgarse serán necesarios 
los siguientes requisitos: 

a) Que se solicite directamente al órgano actuante con 
anterioridad a los siete días naturales previos al inicio del periodo 
al que se refiera la solicitud. 

b) Que se justifique la concurrencia de circunstancias que lo 
aconsejen. 



c) Que se aprecie que la concesión de la solicitud no puede 
perjudicar el desarrollo de las actuaciones. 

En caso de no cumplirse los requisitos anteriores, el órgano 
actuante podrá denegar la solicitud. 

La solicitud que cumpla los requisitos establecidos en el primer 
párrafo de este apartado se entenderá automáticamente 
concedida por el periodo solicitado, hasta el límite de los 60 días 
como máximo, con su presentación en plazo, salvo que se 
notifique de forma expresa la denegación antes de que se inicie 
el periodo solicitado. Se entenderá automáticamente denegada 
la solicitud de un periodo inferior a 7 días. 

 

c) Fecha de inicio procedimiento 12-03-2020. 
 
18 MESES se cumplen el 11-09-2021. Sumar 30 días de extensión del 
150.4 LGT antes mencionados: fecha fin máxima 11-10-2021. 
 
LIQUIDACIÓN DERIVADA DEL ACTA DE CONFORMIDAD (firma 20-09-
21 se produce la notificación de la liquidación tácita el  21-10-21) 
 
PLAZO EXCEDIDO EL 12-10-2021. 
 

 

 
LGT 
 
150.4 
 

4. El obligado tributario podrá solicitar antes de la apertura del 
trámite de audiencia, en los términos que reglamentariamente se 
establezcan, uno o varios periodos en los que la inspección no podrá 
efectuar actuaciones con el obligado tributario y quedará suspendido 
el plazo para atender los requerimientos efectuados al mismo. Dichos 
periodos no podrán exceder en su conjunto de 60 días naturales para 
todo el procedimiento y supondrán una extensión del plazo máximo de 
duración del mismo. 

El órgano actuante podrá denegar la solicitud si no se encuentra 
suficientemente justificada o si se aprecia que puede perjudicar el 
desarrollo de las actuaciones. La denegación no podrá ser objeto de 
recurso o reclamación económico-administrativa. 

 



 
RGGI 
 

Artículo 184. Duración del procedimiento inspector. 

1. El obligado tributario podrá solicitar antes de la apertura del 
trámite de audiencia uno o varios periodos a los que se refiere el 
apartado 4 del artículo 150 de la Ley 58/2003, de 17 de diciembre, 
General Tributaria, de un mínimo de 7 días naturales cada uno. Los 
periodos solicitados no podrán exceder en su conjunto de 60 días 
naturales para todo el procedimiento. 

2. Para que la solicitud formulada pueda otorgarse serán necesarios 
los siguientes requisitos: 

a) Que se solicite directamente al órgano actuante con anterioridad 
a los siete días naturales previos al inicio del periodo al que se refiera 
la solicitud. 

b) Que se justifique la concurrencia de circunstancias que lo 
aconsejen. 

c) Que se aprecie que la concesión de la solicitud no puede 
perjudicar el desarrollo de las actuaciones. 

En caso de no cumplirse los requisitos anteriores, el órgano actuante 
podrá denegar la solicitud. 

La solicitud que cumpla los requisitos establecidos en el primer 
párrafo de este apartado se entenderá automáticamente concedida por 
el periodo solicitado, hasta el límite de los 60 días como máximo, con 
su presentación en plazo, salvo que se notifique de forma expresa la 
denegación antes de que se inicie el periodo solicitado. Se entenderá 
automáticamente denegada la solicitud de un periodo inferior a 7 días. 

La notificación expresa de la concesión antes de que se inicie el 
periodo solicitado podrá establecer un plazo distinto al solicitado por el 
obligado tributario. 

 
 
 
 
 
 
 
 
 



VENTISIETE 
 

 
 
En este procedimiento ha PRESCRITO 16 Y 17 (art. 150.6 LGT por 
exceder el plazo) PERO OJO COMPLEMENTARIA DE 1-4-2021 de IRPF 
2016 INTERRUMPE: procede aplicarle (de nuevo 150.6 LGT) RECARGO 
del 27 LGT del 15% MÁS ID DESDE 1-07-17 HASTA 01-04-2021. 
 
 
LGT 
 
150.6 
 

6. El incumplimiento del plazo de duración del procedimiento al que 
se refiere el apartado 1 de este artículo no determinará la caducidad 
del procedimiento, que continuará hasta su terminación, pero 
producirá los siguientes efectos respecto a las obligaciones tributarias 
pendientes de liquidar: 

a) No se considerará interrumpida la prescripción como 
consecuencia de las actuaciones inspectoras desarrolladas durante el 
plazo señalado en el apartado 1. 

La prescripción se entenderá interrumpida por la realización de 
actuaciones con posterioridad a la finalización del plazo al que se 
refiere el apartado 1. El obligado tributario tendrá derecho a ser 
informado sobre los conceptos y períodos a que alcanzan las 
actuaciones que vayan a realizarse. 

b) Los ingresos realizados desde el inicio del procedimiento hasta la 
primera actuación practicada con posterioridad al incumplimiento del 
plazo de duración del procedimiento previsto en el apartado 1 y que 
hayan sido imputados por el obligado tributario al tributo y período 
objeto de las actuaciones inspectoras tendrán el carácter de 
espontáneos a los efectos del artículo 27 de esta Ley. 

c) No se exigirán intereses de demora desde que se produzca dicho 
incumplimiento hasta la finalización del procedimiento. 

 
 
 
 
 



 
VENTIOCHO 
 

 
 

a) Un acta, del tipo que sea, nunca es recurrible (185.4 RGGI), solo 
es recurrible la liquidación que derive del acta (con ciertos 
matices, ver pregunta siguiente) 
 

b) Las actas serán firmadas por el funcionario y por el obligado 
tributario. (SI DA TIEMPO, PONER ALGO DE LA RESOLUCIÓN DE 
24-03-1992) 

 
 
 
RGAT 
 

Artículo 185. Formalización de las actas. 

1. Concluido, en su caso, el trámite de audiencia, se procederá a 
documentar el resultado de las actuaciones de comprobación e 
investigación en las actas de inspección. 

En aquellos supuestos en los que la competencia para dictar el acto 
de liquidación corresponda a una Administración tributaria distinta de 
la que haya llevado a cabo las actuaciones de comprobación e 
investigación, el órgano competente para liquidar de la Administración 
tributaria que hubiera realizado estas actuaciones deberá autorizar 
previamente y de forma expresa la suscripción del acta. Esta 
autorización deberá ser solicitada una vez finalizado el trámite de 
audiencia previo a la suscripción del acta. 

2. Las actas serán firmadas por el funcionario y por el obligado 
tributario. Si el obligado tributario no supiera o no pudiera firmarlas, si 
no compareciera en el lugar y fecha señalados para su firma o si se 
negara a suscribirlas, serán firmadas sólo por el funcionario y se hará 
constar la circunstancia de que se trate. Las actas podrán suscribirse 
mediante firma manuscrita o mediante firma electrónica. 



En caso de que el acta se suscriba mediante firma manuscrita, de 
cada acta se entregará un ejemplar al obligado tributario, que se 
entenderá notificada por su firma. 

En el caso de que el acta se suscriba mediante firma electrónica, la 
entrega del ejemplar se podrá sustituir por la entrega de datos 
necesarios para su acceso por medios electrónicos adecuados. 

Si el obligado tributario no hubiera comparecido, las actas deberán 
ser notificadas conforme lo dispuesto en la Ley 58/2003, de 17 de 
diciembre, General Tributaria, y se suspenderá el cómputo del plazo 
del procedimiento inspector desde el intento de notificación del acta al 
obligado tributario hasta que se consiga efectuar la notificación. Si el 
obligado tributario compareciese y se negase a suscribir las actas se 
considerará rechazada la notificación a efectos de lo previsto en el 
artículo 111 de dicha ley. 

Cuando el interesado no comparezca o se niegue a suscribir las 
actas, deberán formalizarse actas de disconformidad. 

3. En los supuestos regulados en los artículos 106 y 107 de este 
reglamento, la firma de un acta con acuerdo o de conformidad exigirá 
la aceptación de todos los obligados tributarios que hayan comparecido 
en el procedimiento. 

4. Las actas de inspección no pueden ser objeto de recurso o 
reclamación económico-administrativa, sin perjuicio de los que 
procedan contra las liquidaciones tributarias resultantes de aquellas. 

 
RESOLUCION 24-03-1992 
 

Ocho. Firma de documentos. Asignación de firma. 

1. Firma de diligencias. 

Las diligencias de la Inspección de los Tributos serán suscritas por 
los funcionarios que practiquen las actuaciones de las que resulten los 
hechos o circunstancias que se reflejen en aquéllas, o bien por el Jefe 
del Equipo o Unidad o el actuario designado al efecto que intervenga 
en la práctica de tales actuaciones dirigiendo las mismas. 

2. Firma de actas. 

Las actas de la Inspección de los Tributos serán firmadas: 



a) En la Oficina Nacional de Investigación del Fraude, por el Jefe del 
Equipo que haya realizado las actuaciones de comprobación e 
investigación. 

b) En la Oficina Nacional de Fiscalidad Internacional, por el Jefe del 
Equipo que haya realizado las actuaciones de comprobación e 
investigación. 

c) En las Dependencias Regionales de Inspección, y sin perjuicio de 
lo establecido en las letras siguientes, por el Jefe del Equipo o de la 
Unidad que haya realizado las actuaciones de comprobación e 
investigación. 

No obstante, tratándose de actuaciones de comprobación e 
investigación en las que se haya apreciado alguna circunstancia de 
especial dificultad sobrevenida de acuerdo con lo dispuesto en el 
apartado cuatro.4.2.3.B de esta Resolución, así como en aquellos casos 
en los que la cifra de negocios o, en su defecto, el volumen anual de 
operaciones comprobado en cualquiera de los ejercicios regularizados 
supere 4.500.000 euros en actuaciones de alcance general o 5.700.000 
euros en actuaciones de alcance parcial, firmará las actas, junto con el 
Jefe de Unidad, el Inspector de Hacienda al que el Jefe de la 
Dependencia Regional atribuya la supervisión de las actuaciones 
desarrolladas por la Unidad. … 

 

 

Asimismo, cuando se haya encomendado a un Inspector de 
Hacienda o a un Técnico de Hacienda la realización de la totalidad de 
las actuaciones previas a la formalización de las actas sobre un 
determinado obligado tributario y no se haya asignado la firma, firmará 
las actas en todo caso el Jefe de Equipo o de Unidad, pudiendo 
asimismo firmarlas el funcionario citado. 

d) En los supuestos a que se refiere el tercer párrafo del apartado 
cuatro.4.2.1 de esta Resolución, por el Técnico o Técnicos de Hacienda 
que hubiesen desarrollado las actuaciones. 

e) Cuando se asigne la firma conforme a lo dispuesto en el apartado 
ocho.3 siguiente, por el funcionario a quien se hubiera asignado. En 
este caso la asignación de firma del Jefe de Equipo o de Unidad deberá 
constar en el expediente. 

3. Asignación de firma de las propuestas de regularización. 

3.1 La asignación de firma supone la autorización del Jefe de Equipo 
o Unidad para que el actuario que hubiera desarrollado la totalidad de 
las actuaciones previas a la formalización de las actas pueda firmarlas 



con el obligado o su representante. El otorgamiento de la asignación 
de firma implica que el Jefe de Equipo o Unidad expresa su conformidad 
con el contenido de las actas. 

3.2 Los Jefes de Equipo de las Dependencias Regionales de 
Inspección podrán asignar la firma de las propuestas de regularización 
resultantes de las actuaciones de comprobación e investigación a los 
Inspectores de Hacienda, así como a los Técnicos de Hacienda que no 
ocupen puestos de entrada siempre que, en ambos casos, hubieran 
realizado de manera efectiva la totalidad de las actuaciones previas a 
la formalización de las actas. 

Asimismo, los Jefes de Unidad de las Dependencias Regionales de 
Inspección podrán asignar la firma de las propuestas de regularización 
resultantes de las actuaciones de comprobación e investigación a los 
funcionarios de la Unidad que ocupen puestos de Técnico de Hacienda 
distintos de los de entrada y que hubieran realizado de manera efectiva 
la totalidad de las actuaciones previas a la formalización de las actas. 

No podrá asignarse la firma a los Técnicos de Hacienda cuando se 
aprecie en el expediente alguna circunstancia que determine una 
especial dificultad sobrevenida conforme a lo dispuesto en el apartado 
cuatro.4.2.3.B de esta Resolución o cuando la cifra de negocios o, en 
su defecto, el volumen anual de operaciones comprobado en cualquiera 
de los ejercicios regularizados supere 4.000.000 euros tratándose de 
actuaciones de alcance general, o 5.700.000 euros tratándose de 
actuaciones de alcance parcial. 

3.3 La asignación de firma se otorgará por el Jefe de Equipo o de 
Unidad atendiendo a las instrucciones que, en su caso, dicte el Director 
General de la Agencia Tributaria. Sin perjuicio del ejercicio de las 
funciones de dirección y control que corresponden al Jefe de Equipo o 
de Unidad durante el desarrollo de las actuaciones de comprobación e 
investigación, la asignación de firma sólo procederá tras efectuar un 
análisis detallado del contenido de la propuesta de regularización, los 
documentos, pruebas y alegaciones que obren en el expediente y las 
precisiones que, en su caso, requiera el Jefe de Equipo o de Unidad del 
actuario. Si el Jefe de Equipo o de Unidad no estuviera conforme con 
la propuesta de regularización sometida a su consideración por 
entender que no es correcta, asumirá él la firma de las actas en que se 
documente la propuesta de regularización que estime procedente, que 
serán redactadas de acuerdo con sus instrucciones. 

3.4 La asignación de firma debe ser anterior o simultánea a la 
suscripción del acta y se adjuntará a ésta. 

… 

 



 

 

 

 

VEINTINUEVE 
 

 
 
LIQUIDACIÓN DERIVADA DEL ACTA DE  CONFORMIDAD (firma 20-09-
21 se produce la notificación de la liquidación tácita el  21-10-21) y 
empieza a contar el plazo del 62.2 LGT: EL 05-12-2021 
 
RGGI 
 
187.5 
 
 
5. Si resultase una deuda a ingresar, se entregará junto con el acta el 
documento de ingreso. Para el inicio de los plazos de pago previstos en 
el artículo 62.2 de la Ley 58/2003, de 17 de diciembre, General 
Tributaria, se tendrá en cuenta la fecha en que se entienda dictada y 
notificada la liquidación, salvo que se dicte expresamente liquidación 
en cuyo caso se estará a la fecha de su notificación 
 
 
187.3 
 

3. Una vez firmada el acta de conformidad, el órgano competente 
para liquidar dispone de un plazo de un mes, contado a partir del día 
siguiente al de la fecha del acta, para notificar al obligado tributario un 
acuerdo con alguno de los contenidos previstos en el artículo 156.3 de 
la Ley 58/2003, de 17 de diciembre, General Tributaria, en cuyo caso 
se procederá de la siguiente forma: 

a) Si se confirma la propuesta de liquidación contenida en el acta o 
se rectifican errores materiales, se notificará el acuerdo al obligado 
tributario. El procedimiento finalizará con dicha notificación. 

b) Si se estima que en la propuesta de liquidación ha existido error 
en la apreciación de los hechos o indebida aplicación de las normas 
jurídicas, se notificará al obligado tributario acuerdo de rectificación 



conforme a los hechos aceptados por este en el acta y se concederá un 
plazo de 15 días, contados a partir del día siguiente al de la notificación 
de la apertura de dicho plazo, para que formule alegaciones. 
Transcurrido dicho plazo se dictará la liquidación que corresponda, que 
deberá ser notificada. 

c) Si se ordena completar el expediente mediante la realización de 
actuaciones complementarias, se dejará sin efecto el acta formalizada, 
se notificará esta circunstancia al obligado tributario y se realizarán las 
actuaciones que procedan cuyo resultado se documentará en un acta 
que sustituirá a todos los efectos a la anteriormente formalizada y se 
tramitará según proceda. 

De no notificarse alguno de dichos acuerdos en el plazo citado, la 
liquidación se entenderá dictada y notificada el día siguiente conforme 
a la propuesta contenida en el acta. 

 
LGT 
 
 

Artículo 62. Plazos para el pago. 

… 

2. En el caso de deudas tributarias resultantes de liquidaciones 
practicadas por la Administración, el pago en período voluntario deberá 
hacerse en los siguientes plazos: 

a) Si la notificación de la liquidación se realiza entre los días uno y 
15 de cada mes, desde la fecha de recepción de la notificación hasta el 
día 20 del mes posterior o, si éste no fuera hábil, hasta el inmediato 
hábil siguiente. 

b) Si la notificación de la liquidación se realiza entre los días 16 y 
último de cada mes, desde la fecha de recepción de la notificación hasta 
el día cinco del segundo mes posterior o, si éste no fuera hábil, hasta 
el inmediato hábil siguiente. 

 
 
 
 
 
 
 
 
 



 
TREINTA 
 
 

 
 

a) Ojo a la fuerza probatoria del acta: A los hechos y elementos 
determinantes de la deuda tributaria respecto de los que el 
obligado tributario o su representante prestó su conformidad les 
será de aplicación lo dispuesto en el apartado 2 del artículo 144 
de esta ley. Con ese matiz, las liquidaciones (provisionales o 
definitivas, como es el caso al ser una inspección de alcance 
general) son recurribles (227 LGT) 

b) Al día siguiente a su notificación (que se produce, como ya se ha 
indicado, el 21-10-2021) puede recurrirla hasta el 21-11-2021. 
 

RGGI 
 
 

3. Una vez firmada el acta de conformidad, el órgano competente 
para liquidar dispone de un plazo de un mes, contado a partir del día 
siguiente al de la fecha del acta, para notificar al obligado tributario un 
acuerdo con alguno de los contenidos previstos en el artículo 156.3 de 
la Ley 58/2003, de 17 de diciembre, General Tributaria, en cuyo caso 
se procederá de la siguiente forma: 

a) Si se confirma la propuesta de liquidación contenida en el acta o 
se rectifican errores materiales, se notificará el acuerdo al obligado 
tributario. El procedimiento finalizará con dicha notificación. 

b) Si se estima que en la propuesta de liquidación ha existido error 
en la apreciación de los hechos o indebida aplicación de las normas 
jurídicas, se notificará al obligado tributario acuerdo de rectificación 
conforme a los hechos aceptados por este en el acta y se concederá un 
plazo de 15 días, contados a partir del día siguiente al de la notificación 
de la apertura de dicho plazo, para que formule alegaciones. 
Transcurrido dicho plazo se dictará la liquidación que corresponda, que 
deberá ser notificada. 



c) Si se ordena completar el expediente mediante la realización de 
actuaciones complementarias, se dejará sin efecto el acta formalizada, 
se notificará esta circunstancia al obligado tributario y se realizarán las 
actuaciones que procedan cuyo resultado se documentará en un acta 
que sustituirá a todos los efectos a la anteriormente formalizada y se 
tramitará según proceda. 

De no notificarse alguno de dichos acuerdos en el plazo citado, la 
liquidación se entenderá dictada y notificada el día siguiente conforme 
a la propuesta contenida en el acta. 

 
 
 
 
 
 
 
LGT 
 

Artículo 156. Actas de conformidad. 

1. Con carácter previo a la firma del acta de conformidad se 
concederá trámite de audiencia al interesado para que alegue lo que 
convenga a su derecho. 

2. Cuando el obligado tributario o su representante manifieste su 
conformidad con la propuesta de regularización que formule la 
inspección de los tributos, se hará constar expresamente esta 
circunstancia en el acta. 

3. Se entenderá producida y notificada la liquidación tributaria de 
acuerdo con la propuesta formulada en el acta si, en el plazo de un 
mes contado desde el día siguiente a la fecha del acta, no se hubiera 
notificado al interesado acuerdo del órgano competente para liquidar, 
con alguno de los siguientes contenidos: 

a) Rectificando errores materiales. 

b) Ordenando completar el expediente mediante la realización de 
las actuaciones que procedan. 

c) Confirmando la liquidación propuesta en el acta. 

d) Estimando que en la propuesta de liquidación ha existido error 
en la apreciación de los hechos o indebida aplicación de las normas 
jurídicas y concediendo al interesado plazo de audiencia previo a la 
liquidación que se practique. 



4. Para la imposición de las sanciones que puedan proceder como 
consecuencia de estas liquidaciones será de aplicación la reducción 
prevista en el apartado 1 del artículo 188 de esta ley. 

5. A los hechos y elementos determinantes de la deuda tributaria 
respecto de los que el obligado tributario o su representante prestó su 
conformidad les será de aplicación lo dispuesto en el apartado 2 del 
artículo 144 de esta ley. 

 
 

Artículo 144. Valor probatorio de las actas. 

1. Las actas extendidas por la inspección de los tributos tienen 
naturaleza de documentos públicos y hacen prueba de los hechos que 
motiven su formalización, salvo que se acredite lo contrario. 

2. Los hechos aceptados por los obligados tributarios en las actas 
de inspección se presumen ciertos y sólo podrán rectificarse mediante 
prueba de haber incurrido en error de hecho. 

 
 
RGGI 
 
187.4 
 
4. El obligado tributario no podrá revocar la conformidad manifestada 
en el acta, sin perjuicio de su derecho a recurrir contra la liquidación 
resultante de esta y a presentar alegaciones de acuerdo con lo 
dispuesto en el apartado 3.b) de este artículo 
 
 
REPO 
 
LGT 
 

Artículo 223. Iniciación y tramitación del recurso de reposición. 

1. El plazo para la interposición de este recurso será de un mes 
contado a partir del día siguiente al de la notificación del acto recurrible 
o del siguiente a aquel en que se produzcan los efectos del silencio 
administrativo. 

 
 
REA 
 



LGT 
 
jurisprudencia 

Artículo 227. Actos susceptibles de reclamación económico-
administrativa. 

1. La reclamación económico-administrativa será admisible, en 
relación con las materias a las que se refiere el artículo anterior, contra 
los actos siguientes: 

a) Los que provisional o definitivamente reconozcan o denieguen un 
derecho o declaren una obligación o un deber. 

b) Los de trámite que decidan, directa o indirectamente, el fondo 
del asunto o pongan término al procedimiento. 

2. En materia de aplicación de los tributos, son reclamables: 

a) Las liquidaciones provisionales o definitivas. 

b) Las resoluciones expresas o presuntas derivadas de una solicitud 
de rectificación de una autoliquidación o de una comunicación de datos. 

c) Las comprobaciones de valor de rentas, productos, bienes, 
derechos y gastos, así como los actos de fijación de valores, 
rendimientos y bases, cuando la normativa tributaria lo establezca. 

d) Los actos que denieguen o reconozcan exenciones, beneficios o 
incentivos fiscales. 

e) Los actos que aprueben o denieguen planes especiales de 
amortización. 

f) Los actos que determinen el régimen tributario aplicable a un 
obligado tributario, en cuanto sean determinantes de futuras 
obligaciones, incluso formales, a su cargo. 

g) Los actos dictados en el procedimiento de recaudación. 

h) Los actos respecto a los que la normativa tributaria así lo 
establezca. 

Artículo 235. Iniciación. 

1. La reclamación económico-administrativa en única o primera 
instancia se interpondrá en el plazo de un mes a contar desde el día 
siguiente al de la notificación del acto impugnado, o desde el día 
siguiente a aquél en que quede constancia de la realización u omisión 
de la retención o ingreso a cuenta, de la repercusión motivo de la 



reclamación o de la sustitución derivada de las relaciones entre el 
sustituto y el contribuyente. 

 


